



violación de derechos humanos  




El presente trabajo examina el significado que tiene el que 
las violaciones de derechos humanos, como aquellas que los 
“falsos positivos” han configurado, puedan constituir una 
política de Estado. Esto, especialmente cuando no es claro si 
esta imputación tiene la capacidad de poner en cuestión la 
legalidad y la legitimidad del poder público institucionali-
zado, incluida la Fuerza Pública, frente a los integrantes de 
la sociedad políticamente organizada en torno de él. Así, el 
artículo busca establecer cuál es el alcance de esta expresión 
de “política de Estado” de tipo criminal, cómo y por qué su 
concepción y ejecución pueden ser atribuibles al Estado y 
cuál es la responsabilidad que genera. Para tal fin, la autora 
adelanta una exploración que se circunscribe a las fuentes 
doctrinales y sobre todo a la jurisprudencia internacional o 
extranjera, y por tanto ofrece en sus resultados un análisis 
de derecho comparado. 
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INtroduccIóN 
A inicios de la presente década, algunos representantes de 
organismos internacionales se pronunciaron sobre el fenó-
meno de los “falsos positivos” señalando que estos podrían 
constituir una “política de Estado”. 
Así, desde Naciones Unidas, en el 2010, el Comité de De-
rechos Humanos en el Examen de los informes presentados 
por los Estados, en relación con Colombia advirtió con preo-
cupación “el patrón extendido de ejecuciones extrajudiciales 
de civiles posteriormente presentados por la Fuerza Pública 
como bajas en combate” (p. 4). Un hecho que también se 
destaca en el Informe Especial del relator sobre las ejecucio-
nes extrajudiciales, sumarias o arbitrarias del 31 de marzo 
de 2010, donde Philip Alston al abordar el asunto comenta 
cómo “algunos críticos han acusado al Gobierno de que la 
ejecución de civiles es ‘política de Estado’” (p. 9). Otro tanto 
se observó en el Informe del 15 de mayo de 2012, donde el 
nuevo relator especial Christof Heyns no solo reitera lo an-
terior, sino que además realza “la alarmante frecuencia con 
que se había dado ese fenómeno entre 2004 y 2008” (p. 5). 
En la misma línea, la Fiscalía de la Corte Penal Internacio-
nal en el Reporte Intermedio sobre la situación en Colombia 
de 2012, tras describir el fenómeno1 y su ocurrencia más 
frecuente entre los años 2004 y 2008 (par. 8, p. 3), establece 
que existe “fundamento suficiente para creer que los actos 
descritos se cometieron conforme a una política adoptada 
al menos a nivel de ciertas brigadas de las fuerzas armadas 
que constituye una política del Estado o de una organización 
1 Como la conducta adelantada presuntamente en particular por miembros de 
las Fuerzas Armadas, para dar “muerte intencionalmente a miles de civiles 
con el fin de potenciar su tasa de éxito en el contexto del conflicto armado 
interno y obtener incentivos monetarios procedentes de fondos del Estado”. 
Así, una vez se altera “la escena del crimen”, los civiles ejecutados, se reportan 
como “guerrilleros muertos en combate” (fIScalía cpI, 2012, p. 3).
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para cometer esos crímenes” (pár. 9)2. A su vez, en el informe 
de 2013 manifestó que continuaría analizando el asunto a 
efectos de determinar si existía una política de Estado (p. 30). 
Si bien es cierto que tal señalamiento no se ha repetido 
en los años posteriores y en particular ha desaparecido en 
los informes subsiguientes de la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional (2014, 2015, 2016, 2017 y 2018), por la seriedad 
y las consecuencias que puede representar para el Estado 
colombiano, resulta pertinente y necesario indagar sobre lo 
que significa que violaciones de derechos humanos como las 
que los “falsos positivos” han configurado puedan consti-
tuir una política ni más ni menos que del Estado. Más aún 
cuando no existe claridad sobre si esta imputación tiene la 
capacidad de poner en cuestión la legalidad y la legitimidad 
del poder público institucionalizado, incluida la Fuerza Pú-
blica, frente a los integrantes de la sociedad políticamente 
organizada en torno de él. 
En esa medida, lo que el artículo busca establecer es cuál 
es el alcance que tiene esta expresión de “política de Estado” 
de tipo criminal, cómo y por qué su concepción y su ejecución 
pueden ser atribuibles al Estado y cuál es la responsabilidad 
que genera. 
Antes que definir si los “falsos positivos” constituyeron 
una política de Estado, lo que se pretende es determinar lo 
que este término expresa como forma de caracterizar viola-
ciones de derechos humanos. Una exploración que se circuns-
cribe a las fuentes doctrinales y sobre todo a la jurisprudencia 
internacional o extranjera y que por tanto ofrecerá en sus 
resultados un análisis de derecho comparado. 
Para los efectos de responder los interrogantes, el artículo 
se estructura como sigue: 
2 A pesar de tal señalamiento y caracterización, antes que iniciar un procedi-
miento ante la cpI, la Fiscalía optó por continuar analizando la información 
sobre los “falsos positivos” (duráN Núñez, 2012).
120
En el primer acápite, efectúa un estudio conceptual de 
la noción, que parte del análisis de la acepción común de 
política de Estado y de las restantes políticas que las autori-
dades adoptan para cumplir con los cometidos estatales, a 
efectos de contrastarla con la que se materializa violaciones 
sistemáticas de derechos humanos. Esto se complementa 
con la revisión de las categorías de “crímenes de Estado” y de 
“terrorismo de Estado” con las que también han calificado 
este tipo de crímenes y en las que se hace visible igualmente 
la existencia de una política de Estado. 
En el segundo acápite se expone con detenimiento lo que 
sobre “política de Estado” han dicho los tribunales, a partir 
de una muestra selecta de providencias del Tribunal Penal 
Internacional para la Antigua Yugoslavia, la Corte Penal In-
ternacional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
y la Corte Suprema de Justicia del Perú, en las que se ha 
reconocido como parte de los ingredientes que determinan 
la comisión de crímenes de lesa humanidad o genocidio o 
de violaciones sistemáticas y generalizadas de derechos hu-
manos que derivan en la comisión de crímenes o terrorismo 
de Estado. 
En el tercer acápite, mediante la comparación de los ar-
gumentos e interpretaciones hallados en la jurisprudencia y 
lo establecido en el estudio conceptual, se construye una re-
lación de elementos descriptivos de la “política de Estado”, 
que responden a las preguntas de la investigación. Con la 
definición de los contextos normativos a los que responde, 
su naturaleza, forma, manifestaciones, valor y concreción, 
su condición de ser y no ser una política del Estado y lo que 
para este representa. 
Por último, se formulan unas consideraciones finales sobre 
lo que tal resultado indica para Colombia ante la comunidad 
internacional, frente a la práctica de ejecuciones extrajudi-
ciales cometidas por las Fuerzas Militares, conocida como 
los “falsos positivos”. 
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I. polítIca de eStado, uNa defINIcIóN dIfícIl
A falta de una conceptualización de la política de Estado 
relacionada con las violaciones sistemáticas de derechos 
humanos cometidas por agentes de él, la exploración que se 
desarrolla en este acápite parte del estudio del significado 
común de lo que se conoce como políticas de un Estado, para 
luego derivar su comprensión en las nociones de crímenes 
de Estado y terrorismo de Estado. 
A. Política de Estado, una acepción nueva 
No es gratuito que en los primeros informes de la fiscal de 
la cpI en los que se refirió a los “falsos positivos” se hubiese 
cuestionado sobre la existencia de una política de Estado. 
Pues como se advierte desde su fundamentación, tal alusión 
se explica en el hecho de que en el Estatuto de Roma (en 
adelante, ER) las nociones de “política de Estado” o “polí-
tica” se encuentran previstas al describir los ingredientes 
normativos de los crímenes de lesa humanidad y de guerra. 
El artículo 7.1 establece que a los efectos del Estatuto “se 
entenderá por ‘crimen de lesa humanidad’ cualquiera de los 
actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra una población civil y con 
conocimiento de dicho ataque”. Se enumeran entonces un 
conjunto de conductas3, tras lo cual precisa en el apartado 2 
3 “(a) Asesinato; (b) Exterminio; (c) Esclavitud; (d) Deportación o traslado for-
zoso de población; (e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física 
en violación de normas fundamentales de derecho internacional; (f) Tortura; 
(g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, es-
terilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad 
comparable; (h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia 
fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, reli-
giosos, de género definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente 
reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en co-
nexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier 
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del artículo 7.º: “2. A los efectos del párrafo 1: a) Por ‘ataque 
contra una población civil’ se entenderá una línea de con-
ducta que implique la comisión múltiple de actos […] contra 
una población civil, de conformidad con la política de un 
Estado o de una organización de cometer ese ataque o para 
promover esa política […]”4. 
Y en el artículo 8.1 se dispone que “1. La Corte tendrá 
competencia respecto de los crímenes de guerra en particu-
lar cuando se cometan como parte de un plan o política o 
como parte de la comisión en gran escala de tales crímenes”.
Por lo demás, la política de Estado ha hecho parte de los 
ingredientes que se han tenido en cuenta para identificar la 
comisión de crímenes internacionales investigados y juzga-
dos por los distintos tribunales y comisiones de carácter inter-
nacional que se han ocupado de ello (Schabas, 2009, p. 177). 
Ahora bien: antes de investigar en la jurisprudencia lo 
que sobre ella se ha dicho, corresponde aclarar lo que se ha 
entendido normalmente por política de Estado o las demás 
políticas que de él proceden (de Gobierno y públicas), para 
establecer qué es lo que de estos significados posee o no la 
política de Estado para cometer crímenes que comportan la 
sistemática y generalizada violación de derechos humanos 
por parte de agentes del Estado. 
1. Sobre las políticas de los Estados 
Desde la ciencia de la administración pública y la teoría del 
Estado, tres conceptos se han acuñado para describir el tipo 
crimen de la competencia de la Corte; (i) Desaparición forzada de personas; 
(j) El crimen de apartheid; (k) Otros actos inhumanos de carácter similar que 
causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la 
integridad física o la salud mental o física” (art. 7.º, num. 1 Estatuto de Roma).
4 En el estudio no se efectuará un análisis específico sobre la “organización” que 
también se vincula al concepto de crímenes de lesa humanidad, por considerarla 
en principio distinta del Estado y por tanto, ajena al interés de la investigación. 
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de políticas (policies) que formulan las autoridades: política 
de Estado, política de gobierno y políticas públicas. 
La expresión “política de Estado”, aunque articula dos 
nociones de hondo contenido en sí mismas, “política”5 y 
“Estado”6, tiene un sentido distinto. 
En efecto, las políticas de Estado “constituyen la mani-
festación más significativa de la capacidad de conducción 
del Estado. Forman parte de las estrategias centrales de un 
país y se sostienen más allá del color político-ideológico 
de un gobierno. Es por ello por lo que trascienden la tem-
poralidad de la gestión de los gobiernos, la resolución de 
problemas de coyuntura y aun los de mediano alcance para 
tratar de definir criterios que resuelvan problemas de nivel 
estructural” (Cueto & Guardamagna, 2012, p. 21). 
Son por tanto características de una política de Estado: 
1. En cuanto a su fundamento, por lo general buscan desa-
rrollar el propio texto constitucional (Cuervo Restrepo, 
2015, p. 30; Gudiño, 2015, p. 17), de modo que “trascien-
den varios periodos de gobierno y se afianzan en el en-
tramado institucional” (Cuervo Restrepo, 2015, p. 32).
2. Sobre su temporalidad, tienen vocación de permanencia o 
estabilidad. Esto, en cuanto suponen “acuerdos colectivos 
5 H. Arendt señalaba de tiempo atrás: “La política, se dice, es una necesidad 
ineludible para la vida humana, tanto individual como social. Puesto que 
el hombre no es autárquico, sino que depende en su existencia de otros, el 
cuidado de ésta debe concernir a todos, sin lo cual la convivencia sería impo-
sible. Misión y fin de la política es asegurar la vida en el sentido más amplio. 
Es ella quien hace posible al individuo perseguir la paz y tranquilidad sus 
fines importunándole –es completamente indiferente en qué esfera se sitúen 
dichos fines: en el sentido antiguo, de posibilitar que unos pocos se ocupen 
de la filosofía o, en el sentido moderno, de asegurar a muchos el sustento y 
un mínimo de felicidad” (1993). 
6 marquardt y BerNd, Teoría integral del Estado: pasado, presente y futuro en perspec-
tiva mundial, Bogotá, Ibáñez, 2018; heller, hermaNN, Teoría del Estado, Madrid: 
Comares, 2004; del vecchIo, gIorgIo, Teoría del Estado: algunas ideas fundamen-
tales para la elaboración de una nueva teoría del Estado, Barcelona, Bosch, 1956.
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y fundamentales de los miembros de un Estado relaciona-
dos con sus formas de vida y de organización como nación, 
siendo por tanto inmunes al cambio de los gobiernos” 
(Velásquez Gavilanes, 2009, p. 183).
3. En su construcción, son resultado del consenso o de la exis-
tencia de “compromisos que deben plasmarse en acuerdos 
formales para llegar a un gran acuerdo, perdurable en el 
tiempo”; en el que se ponga por delante “el interés común 
de la sociedad y los principios” (Gudiño, 2015, p. 33)7. 
4. En cuanto a su desarrollo, no obstante la necesidad de que 
las políticas de Estado sean estables, ellas deben articular-
se con las dinámicas políticas, económicas, fiscales, dado 
que siempre se regentan por gobiernos y por mayorías 
parlamentarias y se dirigen hacia sociedades vivas. Por 
ello es indispensable que se establezcan e implementen 
dentro del funcionamiento de la democracia, de modo 
que se facilite el debate social y la discusión institucio-
nal entre las autoridades políticas llamadas a redefinirla 
(Romero, 2010). 
5. En cuanto a su valor, son mani festación de la goberna-
bilidad al poner en evidencia la capacidad de las autori-
dades políticas de sostener decisiones y acciones para la 
realización de intereses y objetivos determinantes como 
sociedad política (Gudiño, 2015). 
A la par con las políticas de Estado, se encuentran los con-
ceptos de “política de gobierno” y de “política pública”. 
Las políticas de gobierno “son aquellas susceptibles de 
cambio de un Gobierno a otro, ya sea por el acceso de un 
nuevo partido político al poder o por la presencia de un 
7 “La política es búsqueda de consensos, pero también es terreno de resolución 
de conflictos materiales y simbólicos” (cavarozzI y BereNSzteIN, 1998).
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nuevo líder que introduce una nueva manera de concebir 
las situaciones relevantes o problemáticas, los objetivos e 
instrumentos de intervención” (Velásquez Gavilanes, 2009, 
p. 183). Son entonces “producto del sistema político y en 
su formulación intervienen en diversa dimensión y formas 
variados actores: los poderes gubernamentales, empresas 
nacionales y transnacionales, los ciudadanos, los partidos 
políticos, los grupos de interés, la burocracia, los medios de 
comunicación, los organismos y empresas internacionales y 
gobiernos de otras naciones” (Instituto de Administración 
Pública del Estado de México, 2015, p. 14). 
Por su parte, la política pública alude a “un proceso inte-
grador de decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e ins-
trumentos, adelantado por entes públicos con la participa-
ción eventual de los particulares, y encaminado a solucionar 
o prevenir una situación definida como problemática. La 
política pública hace parte de un ambiente determinado 
del cual se nutre y al cual pretende modificar o mantener” 
(Velásquez Gavilanes, 2009, p. 156). 
Son estos los ingredientes que las describen: 
1. Por lo que se refiere a sus causas y fundamentos, las po-
líticas públicas: (a) responden a “situaciones socialmente 
problemáticas” que se busca resolver o llevar en “niveles 
manejables” (Vargas, 1999), en cuanto tales objetivos se 
consideran “necesarios o deseables” (Torres-Melo & San-
tander, 2013, p. 56) y (b) deben perseguir en definitiva 
la realización de los derechos humanos y de los demás 
fines del Estado y objetivos de su intervención, pues su 
fundamento último es el dar cumplimiento a los man-
datos constitucionales y legales (Cuervo Restrepo, 2015). 
2. Respecto de su configuración: (a) se formulan desde la 
decisión fundamental del Gobierno, (b) son medio para 
la concreción de las políticas de Estado y de Gobierno, 
sin que esto signifique en el plano material, que estas solo 
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puedan desarrollarse mediante políticas públicas o que 
toda política pública responda a una de tales políticas; 
(c) crean relaciones entre el Gobierno y la administra- 
ción de distintos niveles, la ciudadanía, el sector privado; 
(d) consisten en hacer o no hacer algo, pero más en con-
creto en el conjunto de “sucesivas acciones intencionales” 
(Aguilar Villanueva, 2015, pp. 51-52), o de inacciones, con-
cebidas dentro de un plan estratégico8; (e) pueden ser de 
orden nacional, regional, local o sectorial y de contenido 
diverso (burocrático-administrativo, institucional, social, 
económico, ambiental, étnico, cultural, territorial) (Velás-
quez Gavilanes, 2009, p. 157); (f) requieren instrumentos, 
definiciones institucionales, organizaciones y recursos 
para ser implementadas (Olavarría, 2015, pp. 97-98); (g) 
se manifiestan en acuerdos, circulares, reglamentos, le-
yes, planes, programas, presupuestos (Instituto de Admi-
nistración Pública del Estado de México, 2015, p. 14); y 
finalmente (h) suponen la utilización distintas formas de 
análisis y ponderación de alternativas, de gestión y crite-
rios de evaluación (Cuervo Restrepo, 2015, p. 28). 
3. Sobre los sujetos que vincula: (a) sus actores impulsores 
son las autoridades investidas con competencias para 
ello, o por particulares empoderados para hacerlo (con-
tratistas, consultores, actores sociales, etc.); (b) sus des-
tinatarios concretos pueden ser grupos locales o focales 
hacia los cuales se dirigen las acciones o inacciones de 
la política; (c) deben propiciar la participación tanto de 
todos los actores involucrados directa e indirectamente 
8 Esto significa que no son políticas públicas las acciones o intervenciones gu-
bernamentales que no están insertas dentro de una estrategia determinada de 
acción; medidas reactivas e improvisadas que tradicionalmente los gobernantes 
realizan para apaciguar las tensiones suscitadas por algún problema coyuntural; 
o “[…] la ejecución de presupuestos por mandato legal, tipo regalías o trans-
ferencias, de no estar incluidas dentro de una mayor línea de acción tampoco 
pueden ser consideradas políticas públicas” (quINtero et al., 2011).
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(ídem); (d) mientras mayor sea el número más diversos 
sean los grupos de interés que compromete, los efectos 
positivos y negativos también se incrementan (Eslava 
Gómez, 2011, prólogo).
2. ¿Sistemáticas violaciones de derechos humanos  
como “política de Estado”? 
Como se observa, los conceptos de política de Estado, política 
de Gobierno y política pública presentan diferencias de grado, 
en relación con su trascendencia, ámbito de influencia o 
alcance y temporalidad. 
Una política de Estado representa una decisión trascen-
dental, para las instituciones, la sociedad políticamente 
organizada y el territorio. Y aunque tiene en la cabeza del 
Poder Ejecutivo nacional y por tanto en los gobiernos su 
principal impulsor y garante, es respuesta a intereses siem-
pre generales, representados en bienes constitucionales de 
compleja pero necesaria realización. Por esto reclama una 
actuación articulada de diversas autoridades, además de 
persistente en diversos planos, con los canales de parti-
cipación y control ciudadano. Las políticas de Gobierno 
dependen estrechamente del gobierno de turno y en ese 
orden suelen ser temporales9; y si bien requieren de acuer-
dos, responden más a los intereses de las mayorías. Por su 
parte, las políticas públicas son ante todo una herramienta 
de carácter instrumental, cuyo alcance en el tiempo y en el 
espacio es por naturaleza limitado, aunque se formalicen 
de manera más concreta tanto en la formulación como en 
la implementación, el seguimiento y la evaluación.
9 Esta diferencia con las políticas de Estado es puesta en duda por Roth, al ob-
servar que en la práctica suelen existir únicamente políticas de gobierno, en la 
medida en que cualquier política de Estado proviene de un gobierno, con lo 
cual el factor distintivo entre ambas se diluye (cuervo reStrepo, 2015, p. 70).
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No obstante, todas ellas, como manifestaciones con las 
que se distinguen las diversas políticas que adoptan los 
Estados, son idénticas en cuanto a ser expresión de goberna-
bilidad, requerir que las instituciones democráticas operen 
adecuadamente y perseguir la satisfacción de intereses ge-
nerales y de las necesidades políticas, sociales, económicas, 
ambientales, etc., relevantes. Es decir que confluyen en ser 
la forma en que se adoptan decisiones y definen las acciones 
que debe ejecutar el Estado en cualquiera de sus órdenes, 
dentro de los cauces de la legalidad y en procura de alcanzar 
finalidades constitucionales. 
No se pasa por alto que la doctrina ha constatado la exis-
tencia de políticas públicas que se apartan del propósito 
de perseguir el bien común, como medidas no virtuosas o 
“deplorables por haber sido capturadas por un grupo de 
agentes que pretende beneficiarse a costa de los intereses 
colectivos” (Velásquez Gavilanes, 2009, p. 157). O que se 
haya hablado de las “políticas de no hacer”, que antes que 
verse como medidas calculadas de no intervención para 
alcanzar objetivos legítimos, se muestran más bien como 
“la prolongada indefinición o ausencia del Estado ante de-
terminadas problemáticas, como la seguridad, las políticas 
sociales, la educación, la salud, etc.”, lo cual constituiría 
“una forma de política de Estado, pero definida, en este 
caso, en sentido negativo, como una política de no hacer” 
(Cueto & Guardamagna, 2012 p. 10). 
Aun así, políticas de este tipo se han explicado como el 
producto de errores involuntarios, decisiones deliberadas 
de no actuar sobre una determinada cuestión, bloqueos po-
líticos en las instancias de decisión o incluso como resultado 
de una simple omisión posible dentro de las muchas mate-
rias que las autoridades deben resolver (Pallares, 1988, pp. 
143 y ss.). Además, no implican la concreción de conductas 
ilegales, menos aún criminales y al contrario se entienden 
como resultado del juego político y, por supuesto, de las 
falencias del control sobre ese tipo de decisiones que pue-
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den adoptar las autoridades en los Estados democrático-
representativos. 
En ese tanto, es del caso concluir de manera preliminar 
que el empleo de la expresión “política de Estado” como 
parte de la descripción de los crímenes de lesa humanidad 
y genocidio por lo pronto solo se puede ver como una nueva 
acepción de lo que se ha entendido como políticas concebidas 
por las autoridades para el cumplimiento de sus mandatos. 
Pues al representar la comisión de crímenes y la causación 
de daños graves sobre bienes jurídicos tan preciados como 
los derechos humanos, como plan o política proveniente del 
Estado tiene un sentido contrario a lo que aquellas poseen 
y ajeno a la función principal de sus instituciones como ge-
neradoras de cohesión social10. 
B. La política en los crímenes de Estado  
y en el terrorismo de Estado 
Esclarecido no el contenido pero sí la singularidad de la 
noción política de Estado como elemento que fundamenta la 
violación sistemática y generalizada de derechos humanos, 
10 Por lo demás, la única aproximación que se admite entre las nociones de política 
y criminalidad, es la de “política criminal”, que conforme a la Corte Constitu-
cional colombiana representa “el conjunto de respuestas que un Estado estima 
necesario adoptar para hacerle frente a conductas consideradas reprochables o 
causantes de perjuicio social con el fin de garantizar la protección de los inte-
reses esenciales del Estado y de los derechos de los residentes en el territorio 
bajo su jurisdicción” (C-646 de 2001; C- 873 de 2003, C-694 de 2015). Y aunque 
el objeto de intervención puede ser variado, como “la adopción de estrategias 
penales, penitenciarias, postpenitenciarias y el establecimiento de sinergias con 
otro tipo de políticas que tengan efectos de prevención secundaria o terciara”, 
en todo caso sus medios de intervención deben ser legales como “la sanción 
penal, los programas de prevención, las medidas alternativas etc.” y sus fines 
deben responder “criterios de carácter político y axiológico” (Observatorio de 
Política Criminal, 2015, p. 5). Es decir que una política criminal es una cons-
trucción política, administrativa, judicial, operativa y a largo plazo prevista 
contra el crimen, no para realizarlo. 
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corresponde ahora analizar los conceptos crimen de Estado 
y terrorismo de Estado. 
A estas nociones se llega por cuanto ha sido la forma 
como se ha calificado, particularmente en el contexto latino-
americano, el tipo de violaciones cometidas por agentes 
estatales y en las que otra vez se advierte la existencia de 
una política o un plan que desde el Estado organiza el con-
junto de elementos que constituyen tales crímenes. Y aunque 
no se han reconocido como tipos penales11, han servido a 
los movimientos sociales y medios de comunicación como 
forma de “explicar aquellas violaciones que son cometidas 
con el apoyo logístico, ideológico, político u organizacional 
del Estado” (Umaña, 2014, p. 23). 
Por lo que describen, se trata de fórmulas mucho más di-
cientes que la de “política de Estado”, aunque se construyan 
a partir de una suerte de oxímoron12 liberal, pues el crimen 
o el terrorismo no pueden ser más que opuestos a la idea 
del Estado de derecho y en ese tanto, al estar juntas deben 
necesariamente crear un nuevo significado. 
11 En Colombia, con relación al crimen de Estado, así lo confirmó la Corte Su-
prema de Justicia en 2013, al destacar que en la legislación colombiana no se 
contempla la responsabilidad penal sobre la institución estatal y en esa medida 
no puede servir como argumento para generar de efectos jurídicos procesales, 
como la ampliación del término de prescripción de una acción, contrario a lo 
que argumentaba el representante de la parte civil en el caso que se juzgaba. 
En este caso, la Corte Suprema de Justicia en el caso de las interceptaciones 
ilegales de comunicaciones por parte del extinto daS en contra de miembros 
de la oposición política y defensores de derechos humanos, fue preguntada 
sobre la posibilidad de alterar el término de prescripción del delito debido a 
que el mismo Estado, actuando a través de su principal organismo de inteli-
gencia, cometió dichos delitos, manteniéndolos ocultos de la opinión pública, 
de los órganos de control y de administración de justicia, debido a que a su 
juicio, los victimarios no podrían beneficiarse de las reglas de la prescripción 
ordinaria (Sala de Casación Penal, 2013, exp. 39.931).
12 Oxímoron como figura retórica consistente en la “combinación, en una misma 
estructura sintáctica, de dos palabras o expresiones de significado opuesto 
que originan un nuevo sentido” (rae, voz “oxímoron”).
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1. ¿Dos conceptos? 
Por crimen de Estado la doctrina ha entendido un proceder 
criminal generado, ejecutado, avalado, tolerado o justificado 
por las más altas instancias del poder estatal (Hassemer, 
2000), o las “actuaciones de órganos del Estado que suponen 
la utilización perversa del aparato estatal para su puesta al 
servicio de la violación sistemática y organizada de derechos 
humanos” (Faraldo Cabana, 2003 p. 238), o la “desviación 
organizacional por parte de agencias del estado que invo-
lucra la violación de derechos humanos”13 (Ward, 2013, p. 65 
y Green & Ward, 2000). 
“Representa entonces una acción o un conjunto de accio-
nes con las que se causa un serio daño social14 y personal me-
diante actos de omisión o comisión”15 (Rothe, 2013, p. 3)16 y se 
viola el derecho público nacional e internacional. Y además 
de la responsabilidad penal individual y la responsabilidad 
“penal” del Estado que pueden significar, se encuadran en 
los crímenes contra la humanidad, “en el momento en que [a] 
la realización de delitos contra bienes jurídicos individuales 
básicos como la vida, la libertad, la dignidad o la integridad 
13 Esta definición fue adoptada después por la Iniciativa Internacional de Crí-
menes de Estado (IScI). 
14 En ese sentido los atentados y homicidios políticos que generalmente están 
asociados a las dictaduras militares y las monarquías europeas se han conver-
tido en una práctica para lograr algunos intereses del Estado. Con frecuencia 
los Estados capitalistas centrales apoyan la comisión de actos atroces como 
genocidio, crímenes de lesa humanidad y brutales guerras civiles (Barak y 
otros, 2009) los cuales están legalmente clasificados como “crímenes inter-
nacionales”, y deben ser investigados y sancionados por todos los Estados, 
sin embargo, en la lucha por el control del territorio y de los recursos, estas 
acciones son permitidas e incluso exaltadas.
15 “Dada la definición del párrafo anterior, las investigaciones sobre el crimen 
de Estado incluyen el daño social, las violaciones al orden jurídico, los actos 
de omisión de deberes y las violaciones a los derechos humanos” (rothe, 
2013, p. 4).
16 Véase en este sentido: rothe, D. (2009). State Criminality: The Crime of all Crimes. 
Plymouth: Lexington Books. 
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física de las personas, se añade el propósito de destruir de 
forma organizada y sistemática a un grupo identificable de la 
población con la tolerancia o participación del poder político 
de iure o de facto” (Faraldo Cabana, 2003, p. 238). 
Los diversos tipos de crímenes de Estado se reconocen 
por tanto, en razón de si las víctimas son nacionales o inter-
nacionales, o de si la acción es un crimen según el derecho na- 
cional o el derecho internacional y las normas de derechos 
humanos (Kauzlarich, Matthews y Miller, 2001). 
Ahora bien: Ward ha observado que las fronteras entre lo 
que es un crimen de Estado y lo que no lo es son imprecisas y 
resultan siempre cuestionables (Ward, 2013, p. 65)17. Por ello 
plantea la necesidad de verificar en cada caso concreto, las 
siguientes tres aristas que permiten establecer su ocurrencia: 
1. El crimen de Estado debe tener tal magnitud que genera 
una condena importante por parte de la sociedad civil, 
presionándolo para que desista en su realización. 
2. La desviación debe ser organizacional, es decir, “llevada 
a cabo en la búsqueda de los objetivos organizacionales 
de una agencia estatal como la fuerza policial más que 
por el comportamiento de unos pocos agentes de policía 
sinvergüenzas u otros oficiales” (ídem).
3. El comportamiento debe implicar la violación de derechos 
humanos. 
4. Comoquiera que el Estado debe reconocer a los seres 
humanos como libres, moralmente iguales y sujetos de 
17 Pues si bien existen casos muy claros como la tortura, el genocidio, los críme-
nes contra la humanidad, en los que es evidente su carácter criminal tanto en 
sentido legal como moral, también existen casos como la respuesta policial a 
protestas ciudadanas masivas en las que la frontera entre el actuar legítimo del 
Estado y la represión violenta en los que las opiniones suelen estar divididas 
(ward, 2013, p. 65).
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derechos, el crimen de Estado no se puede de ninguna 
forma justificar “de buena fe” (ídem, p. 74)18. 
 De forma complementaria, Zaffaroni realza la importan-
cia de algunos elementos objetivos, subjetivos y volitivos 
que caracterizan los crímenes de Estado, a saber: 
5. Selectividad victimizante: es decir, sus acciones van diri-
gidas a un grupo poblacional específico, el cual será ma-
yor o menor dependiendo de la naturaleza del conflicto 
que enmarca el crimen (2008, p. 26)19. 
6. Ningún crimen de Estado se comete sin generar un dis-
curso justificante (p. 22). Esto en la medida en que los 
criminales de Estado no rechazan por lo menos frontal-
mente “[…] los principios que imponen límites raciona-
les al ejercicio del poder del Estado, sino que más bien 
lamentan que no puedan ser respetados en las circuns-
tancias en que ellos operan desde el poder y en ocasiones 
pretenden ser los restauradores de las circunstancias que 
permitan volver a respetarlos o bien de otras que los 
realicen más plenamente […]. Aunque destruyen las re-
públicas suelen hacerlo en nombre de su fortalecimiento 
o restauración” (p. 26)20.
18 Kauzlarich y Matthews, por su parte, realzan sobre la “autoría” del Estado, 
al indicar el que crimen en cuestión: (1) “Genera daños a individuos y gru-
pos”; (2) “Es producto de la acción o inacción en nombre del Estado o de sus 
agencias”; (3) “La acción o inacción del Estado se refiere directamente a la 
confianza que le fue asignada o implica un deber de dicho Estado”; (4) “El 
acto en cuestión es cometido, u omitido, por una agencia gubernamental, 
organización o representante”; (5) “El acto es cometido a favor del Estado o 
a favor de las élites económicas que controlan el Estado” (2007, p. 46). 
19 Pues según este autor, si se trata de una guerra colonial o de violencia inter-
étnica, la selectividad de las víctimas se dará contra los colonizados y nunca 
contra su propio grupo (en este caso, colonizador), salvo cuando se consideren 
traidores (quienes denuncien o persigan sus crímenes) o se presenten pugnas 
de poder dentro del grupo. En cambio, cuando se trata de un conflicto interno, 
la definición de las víctimas se definirá por criterios políticos (p. 26).
20 Ello explica por qué “los criminales de Estado ni siquiera suelen rechazar fron-
talmente los principios que imponen limites racionales al ejercicio del poder 
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7. La trascendencia del crimen de Estado demanda que 
su realización sea exaltada, “llevando a los criminales a 
considerarse héroes o mártires” (p. 27), lo cual hace muy 
difícil para el criminal de Estado reconocer la naturaleza 
aberrante de sus crímenes. 
8. Dicha exaltación se realiza a través de técnicas de neutrali-
zación, esto es, “ampliaciones no reconocidas legalmente 
de causas de impunidad”, ya sea de justificación, incul-
pabilidad o no punibilidad. Estas técnicas que se suelen 
combinar son la negación de responsabilidad; la nega-
ción de la lesión; la negación de la víctima; la condenación 
de los condenadores; la apelación a lealtades más altas 
(pp. 28-30).
Por otra parte, se encuentra el terrorismo de Estado, oxímoron 
aún más radical que empero cuenta con un desarrollo con-
ceptual menos definido. 
El “terrorismo” se ha entendido por el Consejo de Segu-
ridad de Naciones Unidas como el conjunto de actos crimi-
nales, bien sea muerte, lesiones corporales graves o toma de 
rehenes, que se ejecutan con el único propósito de provocar 
un estado de terror en un grupo de personas o en la población 
en general, para así presionar la realización de un acto o 
su abstención a un gobierno u organización internacional 
(Resolución 1566 de 2004). En consecuencia, el terrorismo 
opera contra el Estado, como un mecanismo de presión a 
gobiernos y organizaciones internacionales ejercido a través 
de la intimidación de los ciudadanos. 
No obstante, previo al desarrollo de esta noción como pro-
blema global, en Suramérica la doctrina comenzó a emplear 
del Estado, sino que más bien lamentan que no pueden ser respetados en las 
circunstancias en que ellos operan desde el poder y en ocasiones pretenden 
ser los restauradores de las circunstancias que permitirían volver a respetarlos 
o bien de otras que realicen más plenamente” (zaffaroNI, 2008, p. 26).
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la expresión terrorismo de Estado para referirse a la violación 
sistemática de derechos humanos que se produjo por las 
dictaduras militares en el poder de diversos Estados, en las 
que se utilizó para su ejecución a las Fuerzas Armadas y 
también a grupos paramilitares (Abramovich & Guembe, 
2006, p. 53). 
Un conjunto de violaciones que en cada dictadura se 
manifestó de diferente manera21. Sobresale, para los efectos 
de la investigación, el caso de la Operación Cóndor, organi-
zada y ejecutada durante la dictadura del general Alfredo 
Stroessner. Esta se ha considerado “una de las formas de 
expresión más horrorosa y generalizada” (Torres-Vásquez, 
2018, p. 117) de ejercicio del poder, que “[…] elevó los crí-
menes contra los derechos humanos al más alto nivel de 
política de Estado, bajo el control directo de mandatarios 
y ministros” (Dinges, 2004, pp. 17-18). Por consiguiente, 
“su existencia como instrumento oficial de seis naciones 
impide que estos regímenes expliquen sus crímenes contra 
los derechos humanos como actos aislados de funcionarios 
alterados o agentes corruptos” (ídem). 
En el contexto en que la noción aparece, son caracterís-
ticas del terrorismo de Estado:
1. se produce dentro de un régimen político de facto, des-
pótico, dictatorial, el que se encuentra a la base de toda 
la actuación criminal, desde su concepción hasta su eje-
cución;
2. requiere la planeación, el control y la ejecución de un plan 
criminal secreto;
3. involucra acciones legales22 e ilegales;
21 Por ejemplo, en Chile por las ejecuciones extrajudiciales y en Argentina. O 
en Uruguay, basado en detenciones en condiciones inhumanas. 
22 Pues para este autor el terrorismo de Estado supone el uso y abuso del dere-
cho penal para juzgar a los opositores políticos. Esto incluía prácticas como 
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4. genera violación sistemática y generalizada de derechos 
humanos;
5. reclama la intención de producir “terror” a las víctimas;
6. tiene como fin reprimir a personas o grupos de personas 
consideradas problemáticas para los fines del Estado;
7. las acciones criminales en que se manifiesta quedan en 
la impunidad (Torres-Vásquez, 2018, pp. 180-181);
2. Una doble forma de llamar una  
política de Estado criminal o terrorífica 
La comparación entre los conceptos y características de los 
“crímenes de Estado” y del “terrorismo de Estado” muestra 
que se trata de apelaciones distintas que aluden a la misma 
desviación aberrante del poder público. 
La única diferencia relevante entre uno y otro se encuen-
tra en el terror que se pretende causar en el terrorismo de 
Estado que, por la brutalidad que supondría, impide contar 
con las técnicas para neutralizar y presentar como actos de 
buena fe o basados en una finalidad legítima que es propia 
de los crímenes de Estado. Pero esta distinción se diluye en 
tanto el crimen de Estado, aún con fórmulas de justificación, 
busca generar un miedo que es próximo al terror o no se 
distingue normativamente de él. 
Con esto lo que queda de los dos nombres es un gran 
común denominador con el que se explica la violación de 
derechos humanos sistemática y generalizada que en el mar-
co de dictaduras militares planearon y ejecutaron agentes 
del Estado contra víctimas específicas que se consideran 
la “criminalización de la resistencia popular e imposición de obediencia a 
través del disciplinamiento social con el derecho penal” y la “justificación de 
la violencia institucional y permanente impunidad mediante la manipulación 
de los medios de comunicación” (2018, p. 122). 
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opositoras o peligrosas para el régimen impuesto. Los nom-
bres con que se atribuye al Estado una política en la que se 
emplearon los poderes y competencias que confiere a sus 
agentes, para cometer crímenes a través de medios legales o 
ilegales, de objetivos deleznables y de fines que se exhiben 
o imponen como de interés general y para la seguridad y 
el orden público, aun a costa de los derechos humanos que 
vulneran. Crimen o terrorismo de Estado, que también son 
lo mismo, porque vinculan a agentes con poder en las es-
tructuras estatales, pero que o no definen o no desarrollan la 
distinción de la responsabilidad criminal que a ellos corres-
ponde de la responsabilidad que se genera para el Estado. 
II. la polítIca de eStado eN la  
jurISprudeNcIa INterNacIoNal y extraNjera
La fuente del derecho principal para establecer el significado 
atribuido a la política de Estado relacionada con los críme-
nes de lesa humanidad y genocidio o con las sistemáticas y 
generalizadas violaciones de derechos humanos cometidas 
por agentes del Estado es la jurisprudencia. 
Con el foco puesto en el derecho internacional y extranje-
ro, de las muchas sentencias y decisiones judiciales que allí se 
encuentran sobre tales materias, en el artículo se destacarán 
tan solo once, provenientes de cuatro tribunales –tres inter-
nacionales y uno nacional– que han sido especialmente ricas 
en el uso e interpretación de la expresión que se investiga. 
Del Tribunal para la Antigua Yugoslavia (en adelante, tpIy) y 
la Corte Penal Internacional (en adelante, cpI), en las senten-
cias que han estudiado la comisión de crímenes internacio-
nales. Y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante, Corte Idh), incluidos algunos votos razonados, 
y la Corte Suprema de Justicia del Perú (en adelante, cSj), 
sobre crímenes y violaciones de derechos humanos o terro-
rismo de Estado. 
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A. Política de Estado en la jurisprudencia  
del Tribunal Penal Internacional  
para la Antigua Yugoslavia 
Cinco casos conocidos por el tpIy analizan la noción de políti-
ca de Estado en los crímenes de lesa humanidad y genocidio. 
1. Caso Tadić
El Caso Tadić (tpIy, 1997) estudió la responsabilidad del líder 
político bosnio Duško Tadić, acusado de cometer durante 
la guerra de Yugoslavia crímenes de lesa humanidad y gra-
ves violaciones a los Convenios de Ginebra en la región de 
Prijedor y los campos de detención de Keraterm23. El tpIy lo 
encontró culpable de 12 de los 34 cargos formulados y fue 
condenado a veinte años de prisión. 
En este asunto, la Cámara de Juzgamiento del tpIy, al re-
ferirse a la sistematicidad de los ataques contra la población 
propios de un crimen de lesa humanidad, observó que sería 
admisible reconocer como expresión de ella actos aislados o 
que se dirijan a una sola o un número limitado de víctimas, 
siempre que sea parte de un “sistema político basado en el 
terror o persecución”24 (ídem, párr. 649). 
Sobre el elemento de “política”, que se recalca como parte 
de la descripción de crímenes de lesa humanidad, observa: 
1. Cuando se habla de política (policy), refiere necesariamente 
a una política de Estado, debido a que en la comisión de 
23 Le fueron imputados 34 cargos en total. Tadić fue arrestado por la policía 
alemana en Múnich en 1994 y en 1997 fue declarado culpable por el tpIy de 12 
de los 34 cargos, por los que a lo largo del juicio siempre se declaró inocente. 
Durante la apelación de la sentencia fue encontrado culpable de más cargos 
y cumple actualmente su condena en Alemania. 
24 “Even an isolated act can constitute a crime against humanity if it is the pro-
duct of a political system based on terror or persecution.”
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tales crímenes se requiere el uso de las instituciones del 
Estado, sus agentes y recursos. 
2. De acuerdo con la costumbre internacional, la política 
debe tener en cuenta no solo el actuar de gobiernos legíti- 
mos sino el de aquellos que tienen de facto el control de 
las instituciones del Estado o mantienen un control terri-
torial importante. 
3. Entiende que los crímenes de lesa humanidad, por ser de 
naturaleza colectiva, exigen la presencia de una política 
de Estado. Es decir que se inclina por considerar que la 
política es requisito indispensable para configurar un 
crimen de lesa humanidad. 
4. Empero, dicha política no necesariamente debe estar ins-
titucionalizada o considerarse formal dentro del Estado, 
pues su existencia se deduce de la generalidad y siste-
maticidad con que se cometen los crímenes (ídem, párrs. 
653-654).
El concepto de política que hace parte del concepto de crí-
menes de lesa humanidad, fuerza a vincularlo con el Estado, 
pero su imposición puede provenir de poderes legítimos o 
de facto y su existencia de la sistematicidad y generalidad 
de los crímenes cometidos, sean masivos o aislados. 
2. Caso Kordic y Mario Čerkez 
En el Caso Kordic y Mario Čerkez (tpIy, 2001) se juzga en su 
orden al comandante con liderazgo político y a un soldado 
del comando de las Fuerzas del Consejo Croata de Defensa 
(hvo), una entidad croata dentro de las fronteras de Bosnia. 
Fueron acusados por lo sucedido en el Valle del Lasva y la 
masacre de Ahmici, en donde las fuerzas del hvo cometie-
ron bajo su mando y ejecución múltiples crímenes sobre la 
población musulmana bosnia. El primero fue condenado a 
veinticinco años de prisión; el segundo, a quince. 
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La expresión “política” aparece al desarrollar la sistema-
ticidad de los ataques en los crímenes de lesa humanidad. 
Con base en el precedente del caso Bla{ki} [sic], la Cámara 
de juzgamiento reconoce como elementos de este requisito: 
1. un objetivo político, una ideología que legitime destruir, 
perseguir o reducir una comunidad;
2. la comisión de un acto criminal de una magnitud im-
portante en contra de un grupo de civiles o la continua 
o repetida comisión de actos inhumanos a una persona;
3. la disposición y uso de importantes recursos públicos ta- 
les como los militares o también de recursos privados;
4. la participación de los altos mandos políticos y milita-
res en la definición y ejecución del plan criminal (ídem, 
párr. 179). 
Por lo demás, establece que no es apropiado adoptar una 
interpretación estricta en relación con el requisito de un plan 
o política que explica la sistematicidad de tales crímenes. 
Y a cambio de lo establecido en el asunto anterior, señala 
que si bien el concepto de crímenes de lesa humanidad implica 
necesariamente un elemento político, no se debe entender 
como requisito de ellos, sino como indicativo del carácter 
sistemático de las ofensas propias de esta categoría de crí-
menes (ídem, párr. 182).
La existencia de una política vuelve a apreciarse cuando 
define la responsabilidad individual de los acusados, al 
observar que cuando se trata de militares la posición que 
desempeñan en los crímenes suele ser más fácil de probar 
a través de la cadena de mando, que se formula de manera 
estricta y comprende en general diferentes niveles jerárqui-
cos. En la punta de la cadena están los líderes políticos, que 
deben definir los objetivos de la política, los cuales se deben 
traducir en planes militares específicos, para aplicarlos en 
la punta, es decir, en las zonas de operación y según los 
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comandos tácticos con que deben actuar las tropas (ídem, 
párr. 419). 
La política está en la base de la sistematicidad de los ata-
ques, y cuando esta se ejecuta por las Fuerzas Militares, es 
visible a través de la cadena de mando. 
3. Caso Jelisic
En este asunto se investigó y juzgó a Jelisic, un miembro de 
las fuerzas serbias vinculado con el sistemático asesinato de 
presos musulmanes y croatas, incluidos líderes de la comu-
nidad musulmana, acusado de genocidio y de crímenes de 
lesa humanidad, en calidad de cómplice y autor principal 
(tpIy, 1999, párr. 100). 
La política de Estado se descubre en la sentencia de pri-
mera instancia de la Cámara de juzgamiento, cuando relacio-
na diversos factores que pueden ser útiles para demostrar el 
carácter generalizado o sistemático del ataque: (1) la existen-
cia de una reconocida política dirigida sobre una comunidad 
en particular; (2) el establecimiento de instituciones paralelas 
destinadas a implementar esa política; (3) la vinculación de 
autoridades políticas o militares de alto nivel o rango; (4) el 
empleo de considerables recursos financieros, militares o de 
otra naturaleza (ídem, párr. 53). 
Con base en tales criterios y las pruebas analizadas, deter-
minó que no había dudas sobre la naturaleza generalizada 
y sistemática del ataque contra la población musulmana y 
bosnia en la provincia de Br~ko [sic] (ídem, párr. 55), esto es, 
sobre la comisión de crímenes de lesa humanidad.
En relación con el genocidio, la Cámara de Juzgamiento 
admite que pueda cometerse tal crimen con actos individua-
les que busquen destruir a un determinado grupo (ídem, 
párr. 100). Mas observa que en la práctica es muy difícil 
aportar pruebas de un genocidio cometido por un individuo 
si los crímenes no son generalizados y no están respaldados 
por una organización o un sistema (ídem, párr. 101). Está 
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entre las razones para decidir que no había suficiente evi-
dencia de que se hubiera perpetrado un genocidio contra 
la población bosnia señalada, y frente a ese cargo absolvió 
a Jelisic (ídem, párr. 108). 
La Cámara de Apelaciones confirma la decisión de pri-
mera instancia, manifestando en relación con el crimen de 
genocidio que “la existencia de un plan o política no es un 
elemento legal del crimen. Sin embargo, en el contexto de 
demostrar intención específica, la existencia de un plan o 
política puede convertirse en un factor de importancia en 
la mayoría de casos” (tpIy, Caso Jelisic, 2001, párr. 48).
La política no es requisito de los crímenes de lesa huma-
nidad y genocidio, pero su acreditación puede ser decisiva.
4. Caso Blaskic
En este asunto el tpIy resuelve el caso del general Tihomir 
Blaskic, acusado y declarado responsable de la persecución 
de musulmanes bosnios mediante ataques sistemáticos con-
tra ciudades del centro de Bosnia, además de la detención 
y tortura de musulmanes.
La Cámara de Juzgamiento determinó que Blaskic había 
tenido un papel importante en la creación y el funciona-
miento del Consejo Croata de Defensa y las unidades de la 
policía croata de Bosnia. Esto lo conecta con la política o el 
plan de acción de los crímenes de lesa humanidad, sobre 
lo que subraya que no necesariamente debe ser declarado 
de manera expresa o incluso de forma clara y precisa (tpIy, 
Caso Blaskic, 2000).
Pues dicho plan puede ser deducido a partir de la ocu-
rrencia de una serie de eventos tales como: 
[1] las circunstancias históricas generales y el contexto político 
general contra los que se han perpetuado actos criminales, [2] 
el establecimiento e implementación de estructuras políticas 
autónomas en cualquier nivel de autoridad en un determinado 
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territorio, [3] el contenido general de un programa político 
(tanto escritos como los discursos de sus autores), [4] pro-
paganda mediática, [5] el establecimiento e implementación 
de estructuras militares autónomas, y [6] la movilización de 
Fuerzas Armadas, [7] repetidos ataques militares coordina-
dos temporal y geográficamente, [8] relación entre la jerar-
quía militar y la estructura política y su programa político, 
[9] alteración de la composición ‘étnica’ de las poblaciones, 
[10] medidas discriminatorias ya sea administrativas u otras 
(restricciones bancarias, laissez-passer), [11] la escala de los 
actos de violencia perpetrados (en particular: homicidios y 
otros actos de violencia física, violación, secuestro, deporta-
ciones y expulsiones o destrucción de propiedad no militar en 
particular sitios sacros, entre otros (ídem, párr. 204).
La política de Estado en los crímenes de lesa humanidad 
descubre una sistematicidad que es a la vez un contexto, 
unas decisiones, unas estructuras, jerarquías y pautas de 
funcionamiento que se producen desde el Estado y con sus 
recursos. 
5. Caso Krstić
En este caso se juzgó a Radislav Krstić, un general del Ejér-
cito serbio y jefe al mando del Cuerpo del Drina, a quien 
se le acusó del homicidio de 8100 hombres y niños bosnios 
musulmanes durante la masacre de Srebrenica. Krstić fue 
declarado culpable de haber cometido genocidio y conde-
nado a 46 años de prisión. Esta decisión fue apelada, y en 
segunda instancia se revocó la condena como autor del ge-
nocidio, pero mantuvo la condena en calidad de colaborador 
con prisión por 35 años.
La Cámara de Juzgamiento en primera instancia observó 
que los serbio-bosnios idearon e implementaron todo un 
plan para ejecutar a esta población, teniendo en cuenta que 
este “se llevó a cabo dentro de la zona de control del Cuer-
po de Drina. Además, los recursos de Drina se utilizaron 
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para apoyar las ejecuciones que se presentaron […]” (tpIy, 
Caso Krstić, 2001, pár. 421). Y determinó que “las matanzas 
masivas de hombres bosnios formaron parte de “un «plan 
de ejecución» ordenado por un Estado o entidad cuasi es-
tatal”, porque se adelantó por miembros del Ejército, sobre 
un territorio controlado por un cuerpo suyo y con el uso de 
recursos públicos (2001, párr. 421). 
La sentencia de la Cámara de Apelaciones retoma la in-
terpretación sobre el plan o política en la definición legal 
del crimen de genocidio y en los crímenes de lesa humani-
dad que implican exterminio, para afirmar que “puede ser 
una evidencia que respalda la inferencia de que el acusado 
poseía la intención genocida requerida, o de que el ataque 
contra una población civil fue generalizado o sistemático”. 
Pero en ninguno de los dos casos es un elemento o requisito 
legal del crimen (tpIy, Caso Krstić, 2004, párr. 225).
La política de Estado se delimita, pues no necesariamen-
te vincula poderes nacionales ni autoridades formalmente 
establecidas. Y antes que determinar la ocurrencia o no de 
los crímenes, refleja la voluntad o intención de cometerlos.
B. Política de Estado en la jurisprudencia  
de la Corte Penal Internacional
Una decisión preliminar y una definitiva de la cpI sirven en 
la indagación del concepto “política de Estado” según el ER. 
1. Apertura de investigación República de Kenia  
del 21 de marzo de 2010, n.º icc-01/09 
En esta providencia, la Sala de Cuestiones Preliminares de 
la cpI decidió autorizar al fiscal para abrir una investigación 
en la República de Kenia (artículo 15 ER), con vinculación 
en particular de los señores William Samoei Ruto, Henry 
Kiprono Kosgey y Joshua Arap Sang, acusados de cometer 
crímenes de lesa humanidad.
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Aunque posteriormente el proceso se cerró por falta de 
evidencias25, el auto de apertura de investigación es relevan-
te porque mostró cómo la noción de “política de un Estado” 
en los crímenes de lesa humanidad en el ER (art. 7.º 1-2) se 
recoge de la costumbre internacional y precedentes de otros 
tribunales internacionales. 
Según tales fuentes precisa (1) que el “término ‘Estado’ se 
explica a sí mismo”; y (2) que “en el caso de una política Es-
tatal para cometer un ataque”, esta “no necesariamente debe 
haber sido concebida en el nivel más alto de la maquinaria 
estatal”, por lo cual (3) una “política adoptada por órganos 
regionales e incluso locales del Estado podría satisfacer el 
requerimiento de ser una política Estatal” (ídem, párr. 89)26. 
25 En efecto, el 5 de abril de 2016 la Cámara de juzgamiento V(A) decidió por 
mayoría que el caso contra William Samoei Ruto, Joshua Arap Sang y Henry 
Kiprono Kosgey debía cerrarse por falta de evidencias. Esta declaración, dijo 
la sentencia, no impide nuevas persecuciones en el futuro sea por la cpI, sea 
por una jurisdicción nacional. Véase Case information sheet en [www.icc-cpi.
int/CaseInformationSheets/rutosangEng.pdf].
26 La sentencia además el concepto de organización dentro de los crímenes de 
lesa humanidad, como un poder similar o que se parece al del Estado. Así 
cuando apuntó: “[E]l Estatuto no es claro en cuanto a los criterios requeridos 
para que un grupo se califique como ‘organización’ en atención a lo dispuesto 
en el artículo 7(2) del Estatuto”. Algunos consideran que solo aquellos que 
sean similares a un Estado (State-like) pueden calificar como organización. La 
Sala opina que la naturaleza formal de un grupo y el nivel de su organización 
no debería ser un criterio definitorio para calificarlo como tal. Por el contrario, 
como otros lo han expresado de manera convincente, una distinción podría 
trazarse cuando un grupo tenga o no la capacidad de ejecutar actos que 
infrinjan valores humanos básicos” (párr. 90). Desde allí la Sala señala enton- 
ces que “la determinación de si un grupo es calificado como organización, 
según lo dispuesto en el Estatuto debe hacerse caso por caso. Para lo cual se 
pueden tener en cuenta las siguientes consideraciones: 1. Si un grupo está 
bajo un comando responsable, 2. Si el grupo posee los medios para llevar a 
cabo un ataque extendido/extenso o sistemático contra la población civil. 
3. Si el grupo ejerce control sobre partes del territorio de un Estado. 4. Si el 
grupo tiene la ejecución de actividades criminales contra la población civil 
como principal objetivo. 5. Si el grupo articula, explícita o implícitamente, la 
intención de atacar una población civil. 6. Si el grupo es parte de un grupo más 
grande, que lleva a cabo alguno o todos los criterios anteriormente mencio-
nados” (párr. 93). Con esto la organización también cuenta con una política, 
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La atribución de la política al Estado opera desde una 
concepción más orgánica que jerárquica o territorial. 
2. El caso de Germain Katanga y Ngudjolo Chui
El caso de la cpI más valioso para la investigación es el que 
se adelantó contra Germain Katanga y Ngudjolo Chui, ex 
líderes de distintas fuerzas patrióticas en la República De-
mocrática del Congo, acusados de haber cometido crímenes 
de guerra y crímenes de lesa humanidad en el poblado de 
Bogoro (cpI, Caso Katanga y Chui, 2014).
Mathieu Ngudjolo Chui fue absuelto (Amnistía Inter-
nacional, 2014), pero Germain Katanga fue condenado27. 
Dentro de las providencias del expediente, sobre el 
concepto explorado resalta la decisión de confirmación de 
cargos, donde la Sala enumeró una serie de elementos sus-
tanciales para acreditar los crímenes de lesa humanidad y 
genocidio, a saber: 
[1] que “el ataque, incluso el perpetuado sobre un área geo-
gráfica grande o dirigido a un gran número de víctimas, deba 
estar organizado plenamente y seguir un patrón regular. [2] 
Debe también producirse como apoyo de una política común 
que involucre recursos públicos o privados. [3] Dichas políti-
cas pueden ser creadas por grupos o personas que gobiernan 
un territorio específico o por cualquier organización con la 
capacidad de cometer un ataque extendido, sistemático contra 
una población civil. [4] La política no tiene que estar definida 
que como en el caso del Estado, tampoco configura “una definición legal 
rígida” y tales criterios “no deben ser cumplidos exhaustivamente” (ídem). 
27 “Declarado culpable el 7 de marzo de 2014 como cómplice de un cargo de 
crimen de lesa humanidad (asesinato) y cuatro cargos de crímenes de gue-
rra (asesinato, ataque a población civil, destrucción de propiedad y saqueo) 
cometidos el 24 de febrero de 2003 durante el ataque en la aldea de Bogoro, 
en el distrito de Ituri de la República Democrática del Congo. La sentencia es 
definitiva, ya que tanto la defensa como la fiscalía retiraron sus apelaciones el 
25 de junio de 2014. Condenado a un total de 12 años de prisión” (cpI, 2014). 
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explícitamente por el grupo organizado. En efecto, un ataque 
que sea planeado, dirigido u organizado satisface este crite-
rio a diferencia de un acto espontaneo o aislado de violencia” 
(cpI, Caso Katanga y Chui, 2008, párr. 396)28. 
Pero es la sentencia que condenó a Katanga, de la Cámara 
de primera instancia II[29], la que mejor define los elementos 
que describen la noción de política de Estado prevista en la 
norma que define los crímenes de lesa humanidad en el ER 
(artículo 7.º, num. 1-2). Son ellos: 
1. Tanto el Estatuto de Roma como los elementos del crimen 
“dejan el término ‘policy’ indefinido” (cpI, Caso Katanga 
y Chui, 2014, F. J. 1106).
2. La política (policy) “debería en principio ser implemen-
tada por el Estado o por una acción organizada” (ídem, 
F. J. 1107), que en la versión original en francés “entend 
menner” (tiene la intención de liderar) y en la versión 
oficial traducida al inglés original “intends to carry out” 
(tiene la intención de llevar a cabo), “un ataque contra 
la población civil” (ídem, F. J. 1008). 
3. La política se puede manifestar “a través de la acción o 
de la falla deliberada en hacerlo” (ídem, F. J. 1108). Pues 
“en excepcionales circunstancias” la política “puede ser 
implementada por una falla deliberada en la toma de 
acciones, la cual busca de manera consciente promover 
tal ataque”. Pero “la existencia de tal política no puede 
ser inferida solamente desde la ausencia de una acción 
gubernamental u organizacional” (ídem, F. J. 1107).
28 Véase también: Corte Penal Internacional, Fiscalía vs. Jean-Pierre Bemba Gom-
bo, caso: Icc-01/05-01/08-424, párr. 81; Fiscalía vs. Tadic, Caso n.º IT-94-1-T, 
párr. 65. 
29 Que fue confirmada mediante la sentencia del 23 de mayo de 2014 por la 
Cámara II, actualmente en firme.
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4. La política puede tener un alcance territorial. Así se apre-
cia cuando en la sentencia la Cámara observa que nada 
impide que la política se refleje en “un diseño adoptado 
por un Estado o una organización, dirigido a cierta po-
blación en una situación geopolítica dada” (ídem). 
5. La “existencia de un proyecto formal no es, en cuanto tal, 
requisito para los textos” normativos del ER (ídem, F. J. 
1108), pues es relativamente raro que el Estado o la orga-
nización “adopte y difunda un proyecto pre[e]stablecido 
o un plan” a los efectos de adelantar el ataque contra la 
población civil. “En todo caso, la política debe siempre 
dirigirse a una población civil en particular o en una parte 
de ella” (ídem).
6. La política del Estado o de la organización pueden “ser 
parte de un proceso que se construye en marcha, en don-
de cada aspecto no es siempre predeterminado antes de la 
operación o la línea de conducta puesta en marcha contra 
la población civil a la que se dirige” (ídem, F. J. 1110). 
7. Como lo hizo el tpIy, la cpI determina que la existencia 
de la política “se deduce, principalmente, de constatar la 
repetición de actos realizados según una misma lógica, 
de la existencia de actividades preparatorias y también de 
la movilizaciones colectivas orquestadas y coordinadas 
por ese Estado o esa organización” (ídem, F. J. 1109). 
8. Se crea una relación estrecha entre la sistematicidad de 
los crímenes y la política. Porque el carácter sistemático 
del ataque sobre la población, en los de lesa humanidad 
“reenvía al carácter organizado de los actos de violen-
cia cometidos”. Y en esa medida, la sistematicidad hace 
“presumir la existencia de una política de un Estado o 
de una organización” (ídem).
9. Pero los términos “sistemático” y “política” no son lo mis-
mo. Pues la “marca distintiva” de los crímenes de lesa 
humanidad “no es tanto la política como el carácter gene-
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ralizado del ataque, es decir en consideración a la escala 
y regularidad del modelo empleado” (ídem, F. J. 1111). 
10. “Establecer una ‘política’ apunta únicamente a demostrar 
que el Estado o la organización tiene la intención de lle-
var a cabo un ataque contra una población civil”. Por el 
contrario, el adjetivo “sistemático” “permite cualificar el 
ataque, entendido en un amplio sentido”, como expresión 
de un “un esquema hecho de comportamientos repetitivos 
y también la comisión reiterada y continua de actos de 
violencia conectados entre sí, sin carácter fortuito que es-
tablecen la existencia de un crimen contra la humanidad” 
(ídem, F. J. 1113). 
11. Es decir que el “análisis del carácter sistemático del ataque 
va […] más allá de la existencia de cualquier política des-
tinada a eliminar, perseguir o debilitar una comunidad” 
(ídem, F. J. 1113). Tanto más cuando “los elementos de 
los crímenes no exigen poner en evidencia la existencia 
de un proyecto preestablecido, de un programa, de un 
plan o de otra acción concertada” (ídem, nota 2636).
El concepto de plan o política de Estado se va decantando, 
para destacar en él un componente subjetivo que es activo 
(entidad estatal o cuasi estatal) y pasivo (una población civil 
determinada) y un elemento material u objetivo que com-
prende un campo de acción territorial, una organización, 
una implementación a costa del Estado.
C. Jurisprudencia interamericana y las violaciones  
sistemáticas y generalizadas de derechos humanos 
como política, crimen o terrorismo de Estado
Dentro de la rica jurisprudencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (en adelante, Corte Idh), para el es-
tudio se emplean solo tres emblemáticas sentencias de 2006, 
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sobre casos de desaparición forzada y ejecuciones extrajudi-
ciales efectuadas por los agentes del Estado. Seleccionadas 
por cuanto en ellas se ha hecho referencia al terrorismo de 
Estado (Caso Goiburú y otros vs. Paraguay), o a la política 
de Estado como base de las prácticas o patrones criminales 
que dan lugar a violaciones sistemáticas y generalizadas 
de derechos humanos (Caso Almonacid Arellano vs. Chile, 
Caso La Cantuta vs. Perú). 
Así mismo, se traen a colación votos razonados que se 
han formulado en relación con el uso de los conceptos “crí-
menes de Estado” y “terrorismo de Estado”, como calificati-
vos para fijar la responsabilidad del Estado por violaciones 
de derechos humanos.
1. Caso Goiburú y otros c. Paraguay
En este asunto la Corte juzgó la desaparición forzada del 
señor Goiburú, como parte de las violaciones de derechos 
humanos durante la dictadura militar del general Alfredo 
Stroessner (Corte Idh, Caso Goiburú y otros vs. Paraguay, 
fondo, 2006). 
Aunque la sentencia no emplea la expresión “política de 
Estado”, los argumentos desde los cuales declara que se ha 
configurado un “terrorismo de Estado”, son reflejo de lo que 
se ha establecido sobre ella. 
Es lo que se aprecia en el capítulo de “Hechos probados” 
de la sentencia, donde sobre el contexto de la dictadura, la 
Corte Idh observa que con el permanente “estado de sitio” 
se “creó ‘un clima de inseguridad y de temor que lesiona[ba] 
ostensiblemente la observancia de [los] derechos humanos’” 
(ídem, párr. 61.2). En ese orden, confirma que “Durante la 
dictadura existió una práctica sistemática de detenciones 
arbitrarias, detención prolongada sin juicio, torturas y tratos 
crueles, inhumanos y degradantes, muertes bajo tortura y 
asesinato político de personas señaladas como ‘subversivos’ 
o contrarias al régimen” (ídem, párr. 61.3). 
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También al encontrar que la Operación Cóndor “sistema-
tizó e hizo más efectiva la coordinación clandestina” entre 
“fuerzas de seguridad y militares y servicios de inteligen-
cia” de la región, con apoyo de la agencia de inteligencia 
estadounidense (cIa). Pues para “que la Operación Cóndor 
funcionara era necesario que el sistema de códigos y comu-
nicaciones fuera eficaz, por lo que las listas de ‘subversivos 
buscados’ eran manejadas con fluidez por los distintos Es-
tados” (ídem, párr. 61.6).
Y al establecer la responsabilidad internacional del Esta-
do, encontró que la “práctica sistemática de detenciones ar-
bitrarias, torturas, ejecuciones y desapariciones perpetrada 
por las fuerzas de seguridad e inteligencia de la dictadura 
de Alfredo Stroessner” fue muestra del “carácter flagrante, 
masivo y sistemático de la represión a que fue sometida 
la población a escala inter-estatal, pues las estructuras de 
seguridad estatales fueron coordinadamente desatadas con-
tra las naciones a nivel transfronterizo por los gobiernos 
dictatoriales involucrados” (ídem, párr. 62). 
La política de Estado aparece, además, en los razona-
mientos que preceden a la declaración de terrorismo de 
Estado, así: 
[1] la preparación y ejecución de la detención y posterior tor-
tura y desaparición de las víctimas no habrían podido perpe-
trarse sin las órdenes superiores de las jefaturas de policía, 
inteligencia y del mismo jefe de Estado de ese entonces, o sin 
la colaboración, aquiescencia y tolerancia, [2] manifestadas en 
diversas acciones realizadas en forma coordinada o concate-
nada, de miembros de las policías, servicios de inteligencia e 
inclusive diplomáticos de los Estados involucrados” (ídem, 
párr. 66). [3] Los agentes estatales “no solo faltaron gravemente 
a sus deberes de prevención y protección de los derechos de 
las presuntas víctimas, consagrados en el artículo 1.1 de la 
Convención Americana, [4] sino que utilizaron la investidura 
oficial y recursos otorgados por el Estado para cometer las 
violaciones. 
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Por esto concluye puntualmente que 
[5] Como Estado, sus instituciones, mecanismos y poderes 
debieron funcionar como garantía de protección contra el ac-
cionar criminal de sus agentes. No obstante, se verificó una ins-
trumentalización del poder estatal como medio y recurso para 
cometer la violación de los derechos que debieron respetar y 
garantizar, ejecutada mediante la colaboración inter-estatal 
señalada. Es decir, el Estado se constituyó en factor principal 
de los graves crímenes cometidos, configurándose una clara 
situación de ‘terrorismo de Estado’30 (ídem)31.
La Corte Idh, en fin, determina que la responsabilidad inter-
nacional de Paraguay se ve agravada porque la desapari-
ción forzada del señor Goiburú formó parte de “un patrón 
sistemático o práctica aplicada o tolerada por el Estado”, lo 
cual, por lo tanto, constituye un crimen de lesa humanidad 
(ídem, párr. 82). 
La política de Estado está en la base del terrorismo de 
Estado, en su planeación criminal, su organización y el uso 
abusivo de recursos y capacidades del Estado. 
 
2. Caso Almonacid Arrellano y otros c. Chile
En esta sentencia se resuelve el caso de la ejecución extraju-
dicial del señor Almonacid Arrellano, militante del Partido 
Comunista, candidato a regidor del mismo partido, secretario 
30 En el mismo sentido se pronunció la Cámara Federal Argentina en la sentencia 
del 9 de diciembre de 1985, en el que condenó a cinco sujetos en el marco del 
Juicio a las Juntas Militares (Causa n.º 13/84). 
31 Una declaración que se refuerza adelante: “A partir de lo anterior, la Corte 
Idh señala que ‘durante la década de los setenta los servicios de inteligencia 
de varios países del Cono Sur del continente americano conformaron una 
organización inter-estatal con fines criminales complejamente articulada, 
cuyos alcances continúan revelándose hoy en día; es decir, se dio una práctica 
sistemática de ‘terrorismo de Estado’ a nivel interestatal” (ídem, párr. 72). 
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provincial de la Central Unitaria de Trabajadores y dirigente 
gremial del Magisterio durante la dictadura del general Au-
gusto Pinochet en Chile y considerado una amenaza32 (Corte 
Idh, Caso Almonacid Arrellano y otros vs. Chile, fondo, 2006).
A la noción explorada alude la Corte Idh cuando revisa 
los antecedentes de la ejecución de Almonacid Arellano, 
donde encuentra que “la represión generalizada dirigida a 
las personas que el régimen consideraba como opositoras 
(ídem, párr. 82.6)” operó “como política de Estado”, desde 
el inicio del gobierno militar hasta su fin el 10 de marzo de 
1990 (ídem, párr. 82.4). Esta se aplicó en casi todas las regio-
nes del país, y se caracterizó “por la práctica masiva y sis-
temática de fusilamientos y ejecuciones sumarias, torturas 
(incluida la violación sexual, principalmente de mujeres), 
privaciones arbitrarias de la libertad en recintos al margen 
del escrutinio de la ley, desapariciones forzadas, y demás 
violaciones a los derechos humanos cometidas por agentes 
del Estado, asistidos a veces por civiles”33 (ídem, párr. 82.4).
Por esto al fundamentar el incumplimiento del Estado 
de la obligación de respetar y proteger los derechos y de 
asegurar las garantías judiciales, determina la Corte Idh que 
la dictadura militar que gobernó a Chile constituyó “una 
política de Estado encaminada a causar miedo”, que “atacó 
masiva y sistemáticamente” a los referidos sectores de la 
población civil, “mediante una serie de graves violaciones 
a los derechos humanos y al derecho internacional [...]” 
(ídem, párr. 103). 
32 A partir del 11 de septiembre de 1973 el régimen militar derrocó al Gobierno 
del entonces presidente Salvador Allende. Mediante el Decreto Ley n.º 5 de 
1973 se declaró el estado de sitio por conmoción interna y posteriormente se 
impuso en el poder una Junta de Gobierno que asumió el poder ejecutivo, el 
constituyente y el legislativo.
33 “Entre las que se cuentan al menos 3.197 víctimas de ejecuciones sumarias y 
desapariciones forzadas, y 33.221 detenidos, de quienes una inmensa mayoría 
fue víctima de tortura” (párr. 82.5).
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Y lo reiteró al señalar sobre la ejecución extrajudicial del 
señor Almonacid Arellano, que esta “formó parte de una po-
lítica de Estado de represión a sectores de la sociedad civil, 
y representa solo un ejemplo del gran conjunto de conduc-
tas ilícitas similares que se produjeron durante esa época” 
(ídem, párr. 129). 
El Estado chileno fue declarado responsable tout court 
por violación de las obligaciones internacionales adquiridas 
al refrendar la Convención Americana de Derechos Huma-
nos (ídem, párr. 134), pues no se hace referencia a la respon-
sabilidad agravada del Estado, ni se califican los crímenes 
como crímenes de Estado o de terrorismo de Estado. 
La política del Estado es decisión, organización y ope-
ración, es la muestra de la intención de causar miedo, pero 
ante todo es explicación de la sistematicidad y generalidad 
de los crímenes. 
3. Caso de la Cantuta c. Perú 
La Corte Idh resuelve el caso de los hechos ocurridos en la 
Universidad Nacional Enrique Guzmán y Valle-La Cantuta 
en el año de 1992, por la actuación de miembros del Ejército 
y del grupo paramilitar Colina que dieron lugar a desapa-
rición de un grupo de estudiantes y profesores, que en el 
año de 1994 fue cubierta por la Ley n.º 26479, mediante la 
cual se concedía amnistía al personal militar, policial o civil 
involucrado en violaciones de derechos humanos cometidas 
desde mayo de 1980 hasta la fecha de promulgación de la 
ley efectuada el mismo día (Corte Idh, Caso de la Cantuta 
vs. Perú, fondo, 2006). 
La política de Estado se aprecia de manera implícita y 
explícita en la sentencia. Se lee entre líneas, en el resumen 
de la demanda presentada por la Comisión Idh, donde esta 
retoma lo establecido por la Comisión de la Verdad y Re-
conciliación para identificar en el caso de la Cantuta, “toda 
una estructura de poder organizado” que lleva adelante 
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una “estrategia contra-subversiva de los agentes del Esta-
do”, mediante una “práctica sistemática” de “ejecuciones 
arbitrarias”, que alcanzó sus más altos niveles de personas 
victimadas en los períodos 1983-1984 y 1989-1992 (párr. 73, 
70 y 76). Estructura, estrategia y práctica que, como se ha 
visto, delinean una política de Estado con fines criminales. 
La referencia explícita se produce en el capítulo vII, “He-
chos probados”, donde la Corte Idh establece como de “cono-
cimiento público y notorio la existencia del Grupo Colina, 
cuyos miembros […]” han participado en las violaciones 
de derechos humanos (ídem, párrs. 80.10 y 80.12). Sobre 
este grupo, formula una descripción orgánica que lo presen-
ta como [1] “un grupo adscrito al Servicio de Inteligencia 
Nacional (SIN)”; [2] “que operaba con conocimiento de la 
Presidencia de la República y del Comando del Ejército; 
[3] tenía una estructura jerárquica y [4] su personal recibía, 
además de sus remuneraciones como oficiales y sub-oficiales 
del Ejército, dinero para gastos operativos y retribuciones 
económicas personales en carácter de bonificación” (80.18).
Y enseguida, sobre su función, objetivo y modelo de ope-
ración, la Corte establece que el grupo: (5) “cumplía una 
política de Estado consistente en la identificación, el control 
y la eliminación”; (6) “de aquellas personas que se sospe-
chaba pertenecían a los grupos insurgentes o contrarias al 
régimen del ex Presidente Alberto Fujimori, [7] mediante 
acciones sistemáticas de ejecuciones extrajudiciales indis-
criminadas, asesinatos selectivos, desapariciones forzadas 
y torturas” (ídem, infine).
Por esta y otras razones, declara frente al Estado perua-
no una responsabilidad internacional agravada en razón 
de que los hechos fueron perpetrados como “parte de un 
patrón sistemático o práctica aplicada o tolerada por el Es-
tado, por ser un delito contra la humanidad que implica 
un craso abandono de los principios esenciales en que se 
fundamenta el sistema interamericano” (ídem, párr. 115), 
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y el incumplimiento de “las obligaciones de protección e 
investigación […]” (ídem, párr. 116). 
La política en este asunto se manifiesta como lo ha hecho 
en los casos que anteceden, pero con la particularidad de 
que su identificación como de Estado se produce por pro-
venir claramente de la decisión del propio jefe de Estado. 
4. Crímenes de Estado, terrorismo de Estado  
y responsabilidad internacional del Estado.  
Votos razonados 
Una última referencia dentro del sistema interamericano 
útil para la pesquisa son los votos razonados de los jueces 
Antônio Augusto Cançado Trindade y Sergio García Ramí-
rez, en los que formulan observaciones contradictorias sobre 
el uso de las expresiones crímenes de Estado y terrorismo de 
Estado. Posturas que son relevantes pues lo que plantean es 
la razón o sinrazón de atribuir al Estado en cuanto poder 
institucionalizado, crímenes o actos de terrorismo o lo que 
es igual configurar las políticas que los determinan. 
Por una parte, el juez Cançado Trindade ha defendido 
tales figuras como parte de las declaraciones de responsa-
bilidad de los Estados. Así, en el voto razonado suscrito en 
el Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala34, donde estimó 
que la Corte Idh debió haber declarado la existencia de un 
crimen de Estado, al encontrar que así lo fue la ejecución de 
la antropóloga, pues “fue planeada desde el más alto escalón 
del poder público” (V. R. Cançado Trindade, Caso Myrna 
Mack vs. Guatemala, 2003, párr. 18), y al ser encubierto 
34 El caso estudia la ejecución extrajudicial de la antropóloga Myrna Mack Chang 
producida el 11 de septiembre de 1990 por parte de las Fuerzas Militares, en el 
marco del conflicto armado interno. Al momento de su ejecución, se encontraba 
investigando las políticas del Ejército guatemalteco en contra de la población 
rural. El proceso penal que se inició por el asesinato tuvo tantas obstrucciones 
que nunca se juzgó ni sancionó a los responsables.
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por los mismos, acarreó una situación de impunidad. Y 
porque “[…] hay una intención (falta o culpa), o tolerancia, 
aquiescencia, negligencia, u omisión, por parte del Estado 
en relación con violaciones graves de los derechos humanos 
y del derecho internacional humanitario perpetradas por 
sus agentes […]” (ídem, párr. 19). 
La resistencia a declarar un crimen de Estado, dijo en este 
asunto el Juez interamericano, se basa en realizar una ana-
logía a su juicio inadecuada entre el crimen de Estado y las 
categorías de derecho penal interno, que fuerza a dotar la ca-
racterización del crimen de Estado de consecuencias penales 
individuales. Por esto destaca la importancia y necesidad de 
incorporar el concepto crimen de Estado en el Derecho, como 
forma de asegurar en la responsabilidad internacional del 
Estado, un “verdadero Estado de derecho […] de un verda-
dero derecho al Derecho, o sea, el derecho a un ordenamiento 
jurídico que efectivamente salvaguarde los derechos funda-
mentales de la persona humana”35 (ídem, párr. 55)36 .
35 “Mientras se siga negando su existencia, se estará privando al Estado –rehén 
de una estructura deformada de represión e impunidad– de su fin precipuo, la 
realización del bien común. Mientras se siga negando su existencia, en medio 
de un imbroglio semántico vacío (que desvía la atención de la cuestión cen- 
tral de la necesidad de asegurar el primado de la justicia), se estará privando 
al propio Derecho de su fin último, precisamente la realización de la justicia. 
Mientras se siga intentando eludir la cuestión, el tratamiento dispensado al 
capítulo central del derecho a la responsabilidad internacional del Estado 
seguirá siendo inconveniente, además de conceptualmente incompleto y ju-
rídicamente inconsistente. Con esto, se estará lamentablemente postergando 
la construcción y consolidación de un verdadero Estado de Derecho, y, en el 
marco de éste último, de un verdadero derecho al Derecho, o sea, el derecho a 
un ordenamiento jurídico que efectivamente salvaguarde los derechos fun-
damentales de la persona humana” (V. R. Cançado Trindade, Caso Myrna 
Mack vs. Guatemala, 2003, párr. 55). 
36 Este llamado de atención sobre la importancia de reconocer el concepto de 
crimen de Estado por la doctrina y la jurisprudencia internacional la reitera 
en sus votos razonados en el Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia 
(sentencia del 15 de septiembre de 2005) y el Caso Masacre Plan de Sánchez 
vs. Guatemala (sentencia del 29 de abril de 2004).
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En la misma línea, en el Caso de la Masacre de Plan de 
Sánchez vs. Guatemala37, Cançado Trindade observó tajante 
que los crímenes de Estado son una realidad, así la doctrina 
lo siga negando (V. R. Cançado Trindade, 2004, párr. 34). Por 
eso consideró que cuando la Corte Idh decidió declarar la 
responsabilidad agravada del Estado guatemalteco, lo que 
en definitiva determinó fue la responsabilidad “que corres-
ponde a un crimen de Estado” (ídem, párr. 34). Pues cuando 
“[…] se establece la intención (falta o culpa), o tolerancia, 
aquiescencia, negligencia, u omisión, por parte del Estado 
en relación con violaciones graves de los derechos humanos 
y del derecho internacional humanitario perpetradas por 
sus agentes, se está en presencia de un crimen de Estado” 
(ídem, párr. 35)38. 
37 Plan de Sánchez es una aldea ubicada en la región central de Guatemala, 
habitada predominantemente por miembros del pueblo indígena maya. El 18 
de julio de 1982, mientras la población se encontraba concentrada en las calles 
por ser día de mercado, fueron lanzadas dos granadas de mortero, seguidas 
de la incursión de un comando del ejército conformado aproximadamente 
por sesenta soldados, quienes separaron rápidamente a la comunidad en dos 
grupos, a un lado las niñas y mujeres jóvenes y en el otro, las mujeres mayores, 
los hombres y los niños. El primer grupo fue objeto de torturas, violaciones y 
asesinatos, mientras que los otros fueron concentrados en una casa, el ejército 
disparó de manera indiscriminada contra ellos, y lanzó además granadas 
de mano. El resultado de la masacre fue el asesinato de 268 personas, en 
su mayoría indígenas maya. La justicia guatemalteca no adelantó mayores 
investigaciones sobre los hechos y mucho menos sobre los responsables, por 
lo que nunca hubo una sanción a estos.
38 Sobre la intención dolosa también se pronuncia en el Caso de las Masacres 
de Ituango vs. Colombia (V. R. Cançado Trindade, 2006, párr. 20). En el caso, 
determinó la responsabilidad internacional del Estado colombiano por los 
hechos ocurridos en el municipio de Ituango el 11 de junio de 1996 y entre 
los días 22 de octubre y 12 de noviembre del año 1997. En el primer caso, 
22 paramilitares irrumpieron en el corregimiento de La Granja y asesinaron 
a un grupo de pobladores; en el segundo caso, 30 paramilitares llegaron al 
corregimiento de El Aro, cometiendo torturas y asesinatos a la población ci-
vil, hurtaron entre 800 y 1200 cabezas de ganado y finalmente destruyeron e 
incendiaron gran parte de las viviendas. Por el primer caso no se adelantaron 
mayores investigaciones y mucho menos se sancionaron a los responsables, 
mientras que, en el segundo caso, algunos de los autores sí fueron investigados 
y condenados penalmente en ausencia. 
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Otro tanto observó en el Caso de La Cantuta vs. Perú, 
pues aunque la Corte Idh no lo hubiere dicho, las violaciones 
de derechos humanos cometidas de manera sistemática de 
responsabilidad del Estado que encontró acreditadas fueron 
crímenes de Estado pues se cometieron: (1) de manera pre-
meditada, planificada y ejecutada por numerosos agentes del 
Estado; (2) con recursos públicos; (3) involucrando las más 
altas autoridades del poder estatal, no solo en la ejecución 
de las violaciones sino en el encubrimiento de los hechos 
y la obstrucción sistemática de las investigaciones, incluso 
destruyendo evidencias39; (4) como una clara inversión de los 
fines del Estado (V. R. Cançado Trindade, Caso La Cantuta 
vs. Perú, 2006, párr. 13).
Para el juez interamericano, los crímenes de Estado deben 
por tanto ser declarados en todo caso de violación sistemáti-
ca y generalizada de derechos humanos que comporten una 
política de Estado así concebida y ejecutada, para alcanzar 
objetivos criminales e ilegítimos. 
Sobre el terrorismo de Estado, en fin, el juez Cançado Trin-
dade expresó en el voto razonado dentro del Caso Goiburú 
y otros vs. Paraguay que a más de lo dicho por la sentencia, 
un Estado se convierte en terrorista cuando “[…] siembra 
miedo y alarma en la población, causa la angustia que per-
turba gravemente la paz en el seno de la sociedad” (2006, 
párr. 20). Con ello desde el concepto general de terrorismo, 
puntualiza lo que constituye terrorismo de Estado, para ba-
sarlo justamente en la intención de causar zozobra y terror 
en la población. 
Por otra parte, el juez García Ramírez se ha pronunciado 
en contra del empleo de las expresiones crímenes de Estado 
39 Este punto también fue tocado por la Corte Interamericana en el Caso de la 
Masacre de Ituango vs. Colombia. Sentencia del 1.º de julio de 2006. Vid. Voto 
razonado, especialmente parágrafos 25-44, disponible en [www.corteidh.
or.cr/docs/casos/articulos/seriec_148_esp. pdf]. 
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o terrorismo de Estado por lo que representa para este y para 
la justicia. 
En el Caso de Myrna Mack vs. Guatemala, dijo sobre los 
crímenes de Estado: “No es posible concentrar en el Estado 
una responsabilidad penal a título de homicidio, que volve-
ría a dejar en la oscuridad y en la impunidad las responsabi-
lidades individuales” (V. R. García Ramírez, 2003, párr. 34), 
y aunque admite que la imputación de crímenes al Estado 
es “una expresión dramática y eficaz desde la perspectiva 
pública y política”, observa que con ella se suele incurrir 
en “la tentación de subordinar la efectiva y concreta res-
ponsabilidad penal individual a una hipotética y genérica 
responsabilidad del Estado, o por lo menos ocultar aquella 
bajo el manto de esta” (ídem). Con ello, concluye García 
Ramírez, se termina cayendo en escenarios de impunidad, 
que a su vez resultan ser “el mejor salvoconducto para la 
violación de los derechos humanos” (ídem, párr. 35). 
En adición, en el voto razonado a la sentencia Goiburú y 
otros vs. Paraguay el juez resaltó que los términos “crimen 
de Estado” o “terrorismo de Estado” 
[…] implican, si se les analiza literalmente, la atribución de 
conductas al Estado, la concentración de responsabilidades en 
éste y la calificación de acciones criminales como políticas atri-
buibles al Estado, como consecuencia del comportamiento de 
quienes ocuparon altos cargos públicos y tuvieron y ejercieron 
poderes desmesurados, y la reunión de responsabilidades en 
el propio Estado (V. R. García Ramírez, Caso Goiburú y otros 
vs. Paraguay, 2006, párr. 17). 
Apelar a estos conceptos, según el juez García Ramírez, deja 
de lado el hecho de que son los individuos quienes come-
ten crímenes o delitos40. Por esto propone mejor hablar de 
40 En el mismo sentido, en el voto razonado formulado frente al Caso de Myrna 
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crímenes desde el Estado (así como terrorismo desde el Estado), 
para explicar los crímenes cometidos “a través del empleo 
del poder y de los medios e instrumentos con que cuentan 
quienes lo detentan, enfilados a delinquir” (ídem, párr. 23). 
No desconoce, por último, los fines plausibles que se per-
siguen al señalar la existencia de crímenes o de terrorismo 
de Estado, para reflejar la “traición radical del funcionario 
[que comete violaciones de derechos humanos] a los fines del 
Estado y los compromisos morales y jurídicos que debe hon-
rar y que, en contraste, ignora y deshonra” (ídem, párr. 26). 
Mas considera que su empleo es arriesgado, porque convier-
ten al Estado en criminal, y porque acarrean con ello una 
situación de impunidad que permite invisibilizar a quienes 
cometieron los delitos y por esa vía justificar violaciones por 
los agentes, bajo el argumento de falta de autonomía dentro 
de la estructura estatal de la que hacían parte (ídem, párr. 27). 
El debate que en estos votos razonados se crea gira en 
torno de la cuestión fundamental sobre si debe ser el Estado 
y no solo sus agentes el que deba asumir la responsabilidad 
criminal por las violaciones sistemáticas y generalizadas de 
derechos humanos. Cuestión muy relevante para la investi-
gación pues hurga en la forma como se produce la atribución 
al Estado de la autoría de crímenes o actos de terrorismo, 
o lo que es igual, del diseño y aplicación de una política o 
plan criminal que ha servido para la comisión de violaciones 
sistemáticas y generalizadas de derechos humanos. 
Mack vs. Guatemala ya había planteado el riesgo de impunidad que a su 
juicio conlleva el uso del término crimen de Estado en cuanto el mismo co-
rresponde a “una expresión dramática y eficaz desde la perspectiva pública 
y política” con la que se suele incurrir en “la tentación de subordinar la efec-
tiva y concreta responsabilidad penal individual a una hipotética y genérica 
responsabilidad del Estado, o por lo menos ocultar aquella bajo el manto de 
esta” (V. R. garcía ramírez, Caso Myrna Mack vs. Guatemala, 2003, párr. 34). 
De este modo, lo que así se termina cayendo en escenarios de impunidad, que 
a su vez resulta ser “el mejor salvoconducto para la violación de los derechos 
humanos” (ídem, párr. 35).
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D. Corte Suprema del Perú, caso Fujimori
La última fuente jurisprudencial y única de tribunales na-
cionales que se emplea para la pesquisa es la sentencia de 
la Corte Suprema del Perú (Sala Penal Especial, 2009) en la 
que se juzgó al expresidente Alberto Fujimori por los delitos 
de asesinato, lesiones y secuestro ocurridos en el marco de 
la operación Barrios Altos41 y el operativo militar en la Uni-
versidad de La Canuta en 1992[42]. La sentencia extranjera es 
elegida tanto por el desarrollo que hace de los conceptos de 
política y crímenes de Estado como porque profundiza en la 
importancia que para tal imputación posee la participación 
de altos dignatarios del Estado. 
En efecto, al analizar el funcionamiento de las Fuerzas 
Armadas y el gobierno de Fujimori y en particular a la “lu-
cha contra el terrorismo como directiva para las ff. aa.”, la 
cSj señaló que esta “[…] se planeó y configuró desde los 
más altos niveles, constituyó una política de Estado” (ídem, 
párr. 256). Esto se explica a renglón seguido diciendo que el 
acusado Fujimori desde su ascensión a la jefatura de Estado 
se encargó de reestructurar el Sistema de Defensa Nacional 
y, con él, del funcionamiento y organización de las ff. aa., 
así como del Sistema de Inteligencia Nacional, muy ligado a 
la estructura castrense”. Y cuando esto además se completó 
41 Los hechos ocurrieron el 3 de noviembre de 1991, cuando seis individuos del 
grupo Colina (vinculado al Servicio de Inteligencia Nacional, conformado por 
miembros del Ejército y especializado en ejecuciones arbitrarias y desaparicio-
nes forzadas) irrumpieron en un inmueble ubicado en el sector de Barrios Altos 
de la ciudad de Lima, mientras se realizaba una reunión para recaudar fondos 
para hacer reparaciones en uno de los edificios. Los efectivos del Ejército los 
obligaron a arrogarse al suelo mientras les disparaban indiscriminadamente 
por dos minutos. Quince personas fallecieron y cuatro quedaron gravemente 
heridas. Por estos hechos no se realizaron mayores investigaciones y mucho 
menos se sancionó penalmente a los responsables, quienes además, fueron 
cobijados por la Ley de Amnistía aprobada por el Congreso peruano.
42 Vid. sobre los hechos de este caso, supra II.C.3.
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con medidas de carácter normativo por medio de decretos 
legislativos (ídem). 
Así mismo, desde los testimonios de militares de alto 
rango, encuentra probada la existencia de una política de 
Estado (ídem, párr. 329-3). Y con esto y pruebas documen-
tales da por demostrado que la ejecución de los crímenes 
en la Cantuta 
no fue una decisión autónoma, aislada, del Destacamento Es-
pecial de Inteligencia Colina, sino que se trató de una política 
de Estado, ordenada desde bien arriba, es decir, del presidente 
de la República. Los hechos realmente sucedidos, su ejecución 
por un Destacamento de Inteligencia Militar, el ulterior patrón 
de encubrimiento, la lógica del funcionamiento del ejercicio 
del poder en esos momentos, su centralización y ausencia de 
controles democráticos, propios de un sistema efectivo de 
pesos y contrapesos, no hace sino consolidar esas referencias 
(ídem, párr. 649). 
Para la cSj del Perú, los “ataques contra los presuntos subver-
sivos –categoría definida por las agencias de inteligencia– […] 
rebasaron el marco de una acción aislada de algún sector 
castrense” y que “por último, todas las órdenes y la política 
de Estado la daba Alberto Fujimori y Montesinos Torres” 
(ídem, párr. 652). 
De nuevo una política de Estado que se transluce en los 
ataques sistemáticos y generalizados. 
En la sentencia se declara también que los hechos ocurri-
dos en La Canuta y Barrios Altos constituyeron un crimen 
de Estado en la medida en que 
(1) Los “ejecutores materiales de los delitos fueron agentes de 
Inteligencia Militar” (ídem, párr. 441). 
(2) Estos obedecieron necesariamente órdenes de superiores 
jerárquicos, más en concreto del jefe supremo de las Fuerzas 
Armadas y Policía Nacional, que a su vez era el jefe de Estado 
(ídem, párr. 573). 
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(3) “Los agentes procedieron conforme a una típica y planifi-
cada operación militar de eliminación de presuntos subversi-
vos […]; tareas para la cual habían sido convocados y con esa 
meta se prepararon o entrenaron en La Tiza43 […] de donde 
partieron para su ejecución y a donde retornaron luego del 
cumplimiento de la misión’ encomendada” (ídem). Es decir 
que actuaron conforme un plan criminal preparado y planeado 
(ídem, párr. 625). 
(4) Se emplearon instalaciones públicas (ídem, párr. 441).
(5) El conjunto de crímenes cometidos representó una total ex-
tralimitación de las funciones, por lo que no solo hay “conexión 
con el servicio, sino una puesta de ese servicio a una finalidad 
delictiva” (ídem, pie de página 724). 
(6) Se adoptaron medidas para que los crímenes queden en la 
impunidad, tales como ocultar los hechos, eliminar las pruebas 
de la participación de agentes públicos, obstruir las investiga-
ciones o incluso, “intervenir en las consecuencias punitivas, ya 
sea con el recurso a penas simbólicos o empleando la amnistía”44 
(ídem, párr. 625). 
Ahora bien: por el tipo de juicio que la cSj del Perú adelanta 
en este caso, el análisis efectuado al imputar responsabilidad 
al acusado Fujimori es también útil para el estudio. 
43 La Tiza era una instalación militar que no era parte de la estructura del Siste-
ma de Inteligencia del Ejército, motivo por el cual, para la Corte, para dicho 
entrenamiento con fines criminales, se debió contar con la expresa autoriza-
ción del máximo nivel jerárquico de las Fuerzas Militares (Sala Penal Especial, 
2009, párr. 441).
44 Según la Corte, en los crímenes de Estado hay una desvinculación del ordena-
miento jurídico por parte de los agentes del Estado, que puede darse por dos 
vías: (1) el nivel superior del Estado crea un sistema normativo que encubra 
la comisión de delitos por parte de agentes estatales; y (2) el nivel superior 
toma paulatinamente distancia del ordenamiento jurídico y genera una es-
pecie de sistema normativo alterno que distorsiona el orden vigente y legitima 
aparentemente su actuar criminal (Sala Penal Especial, 2009, párr. 735).
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En este punto, la Corte utilizó la teoría de los aparatos de 
poder organizado para condenarlo por la autoría mediata por 
el dominio de la voluntad. Esta teoría, de origen alemán, se re-
coge para establecer cómo las condiciones marco de esa autoría 
mediata se verifican en el caso concreto, así: 
(1) El poder de mando45 era evidente en el caso de Fujimori. 
Por la concentración del poder en la figura del presidente y la 
consecuente conducción autoritaria de los asuntos públicos y 
por los vínculos “con trascendencia en el funcionamiento efec-
tivo de los organismos públicos” del acusado con Montesinos 
Torres y a través de él, con “el Destacamento Especial de Inteli-
gencia Colina, encargado de ejecutar las acciones criminales”46 
(ídem, párr. 673). 
(2) La desvinculación de la organización del ordenamiento ju-
rídico47 también se manifestó. Esto desde “la creación conciente 
de un aparato organizado de poder al interior del Estado que 
operaba al márgen del ordenamiento jurídico del Estado de derecho” 
(ídem, párr. 673).
(3) La fungibilidad del ejecutor inmediato48, por su parte, tam-
bién se dio con la conformación del conocido Grupo Colina, el 
cual tuvo un entrenamiento especial en ejecuciones arbitrarias 
45 Que se entiende como “la capacidad del nivel estratégico superior –del hombre 
de atrás– de impartir órdenes o asignar roles a la parte de la organización 
que le está subordinada”, la cual se deriva de una posición de autoridad 
o liderazgo que puede provenir de factores políticos ideológicos, sociales, 
religiosos, culturales, económicos, etc. (ídem, párr. 729). 
46 Montesinos Torres era el jefe de facto del Sistema de Inteligencia Nacional 
(nombrado directamente por Fujimori), a quien se le acusaba a su vez de ser 
el transmisor de las órdenes de Fujimori a los agentes ejecutores de los crí-
menes, especialmente el grupo Colina. 
47 Que se produce cuando la organización en su estructura y operación se man-
tienen al margen del sistema jurídico nacional e internacional (ídem, párr. 733), 
como actuar criminal del Estado (ídem, párr. 735). 
48 Donde la ejecución de la conducta delictiva depende en definitiva de la in-
tervención del autor inmediato o directo, por lo que “la no ejecución de éste 
evento criminal conllevará a su fungibilidad o sustitución por otra persona 
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y desapariciones forzadas, que permitió a sus integrantes estar 
en plena capacidad de ejecutar las ordenes delictivas (Comi-
sión de la Verdad y Reconciliación, 2003, párr. 150). 
(4) Sobre la elevada disposición del ejecutor hacia el hecho49, 
también se verificó cuando la cSj encuentra cómo Fujimori se 
aseguró de que no hubiera norma o autoridad que pudiera 
“limitar o sancionar su actuar delictivo” (ídem, párr. 735,3). 
Por último, cabe anotar que al definir los fundamentos ju-
rídicos penales los delitos cometidos la Corte no imputa a 
Fujimori un crimen de lesa humanidad por no hallarse con-
sagrado en el derecho interno al momento de su comisión 
(Salmón, 2014, pp. 66-69). Con todo, sí encuentra que los 
delitos probados “trascienden su ámbito estrictamente indi-
vidual o común al adecuarse, plenamente a los presupuestos 
que identifican a los delitos contra la humanidad”, incluida 
la existencia de una política estatal nítida, al observar que 
[…] se cometieron en el marco de una política estatal de eli-
minación selectiva pero sistemática de presuntos integrantes 
de grupos subversivos. Esta política, de un lado, fue diseñada, 
planificada y controlada desde los más altos niveles de poder 
del Estado, y ejecutada por agentes públicos –efectivos de 
inteligencia militar– que se sirvieron del aparato castrense 
para hacerlo; y, de otro lado, conforme a sus objetivos, afectó 
a un número importante de personas indefensas de la pobla-
ción civil (Corte Suprema del Perú, Sala Penal Especial, 2009, 
párr. 717)50.
interpuesta que tenga una mayor predisposición a la realización del hecho 
típico” (ídem, párr. 728). 
49 Que se refiere a la predisposición psicológica del autor o de los ejecutores 
de los crímenes, a cumplir la orden que conlleva a la comisión de un delito, 
por factores eminentemente subjetivos en los que se internaliza el interés y 
convicción del valor de las acciones (ídem, párr. 741).
50 En este sentido, lo comenta Salmón (2014), la Corte retoma lo establecido desde 
la jurisprudencia internacional, para definir los crímenes de lesa humanidad, 
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La política de Estado que dio cuerpo y estructura a los 
crímenes fue considerada del Estado por las mismas razo-
nes que se apreciaron en los demás casos, pero también y 
particularmente porque en su definición participó el mismo 
jefe de Estado. 
III. SoBre el SIgNIfIcado de la polítIca de eStado  
como elemeNto de loS crímeNeS que Se coNfIguraN  
coN ocaSIóN de SIStemátIcaS y geNeralIzadaS  
vIolacIoNeS de derechoS humaNoS. reglaS deSde  
la jurISprudeNcIa comparada y la doctrINa
Una vez efectuado el estudio del concepto de política de 
Estado desde la doctrina y la jurisprudencia internacional 
y extranjera expuesta, en este acápite se procura absolver 
las preguntas que han animado el estudio. 
A pesar de las dificultades en la teorización de ese tipo 
de política de Estado y de las especificidades de los ca-
sos y de las competencias de cada jurisdicción, la revisión 
comparada de las providencias, los votos razonados y la 
doctrina permite descubrir sobre la noción política de Estado 
y la forma en que vincula al poder público con los crímenes 
que determina, doce subreglas. Son ellas: 
1. La política de Estado no es requisito legal de los críme-
nes internacionales ni está definida. Según el tpIy, la existen-
cia de un plan o política no es un requisito legal para reco-
nocer la sistematicidad de los crímenes de lesa humanidad 
(tpIy, Caso Kordic y Mario Čerkez, 2001, párr. 182). Tampoco 
lo es para el crimen de genocidio (tpIy, Caso Jelissic, 2001, 
en donde se incluyen como parte de sus elementos: “(1) la condición del autor”, 
entre ellos “órganos de poder estatal”; (2) “la naturaleza de la infracción”, 
actos generalizados o sistemáticos, donde esto último “contiene la idea de 
un ‘plan metódico’; (3) la oportunidad de la ejecución del ilícito (situación 
de conflicto interno o externo); así como (4) las calidades y situación de las 
víctimas (población civil e indefensión)” (2014, pp. 70-71).
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párr. 48; tpIy, Caso Krstić, 2001, párr. 421; tpIy, Caso Krstić, 
2004, párr. 225). Y para la cpI, en los crímenes de lesa hu-
manidad del ER el concepto de política es indefinido (Caso 
Katanga y Ngudjolo Chui, 2014, F. J. 1106). De modo que 
la marca distintiva de los crímenes de lesa humanidad es 
el carácter generalizado y sistemático de los ataques, no la 
existencia o no de una política de Estado (ídem, F. J. 1113). 
2. La política de Estado no debe estar formalmente es-
tablecida, pero su acreditación sirve. En los crímenes de 
lesa humanidad la política de Estado no requiere haberse 
establecido formalmente (tpIy, Caso Tadić, 1997, párr. 653), 
menos aun cuando una tal formulación es del todo inusual 
(cpI, Caso Katanga, 2014, F. J. 1108). Aún así, la política puede 
ser una “evidencia importante” (tpIy Caso Kordic y Mario 
Čerkez, 2004, párr. 225) o un “indicativo” de que el ataque 
contra una población civil ha sido generalizado o sistemáti-
co (tpIy Caso Kordic y Mario Čerkez, 2001, párr. 182). Final-
mente, en los crímenes de genocidio acreditar su existencia 
puede “resultar especialmente relevante” para demostrar la 
intención específica (tpIy Caso Jelissic, 2001, párr. 48; Caso 
Krstić, 2004, párr. 225). 
3. La política de Estado se compone de actos planeados, 
intencionados, no espontáneos. Para la cpI, lo que configura 
el crimen de lesa humanidad es que el ataque que sea planea-
do, dirigido u organizado, distinto del caso espontáneo de 
violencia (Caso de Germain Katanga y Ngudjolo Chui, 2008, 
párr. 396). Para la cIdh, la política de Estado se materializa 
en acciones que se producen de manera premeditada y pla-
nificada (Corte Idh, Caso La Cantuta vs. Perú, 2006, párr. 13) 
o coordinada y concatenada (Corte Idh, Caso Goiburú y 
otros c. Paraguay, párr. 60-72). 
Es decir que la política de Estado pone en evidencia la 
intención de llevar a cabo los ataques que configuran los 
crímenes de lesa humanidad y genocidio (tpIy, Caso Krstić, 
2004, párr. 225), (tpIy, Caso Jelisic, 2001, párr. 48, cpI, Caso 
Katanga y Chui, 2014, F. J. 1008 y 1113), o las violaciones que 
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configuran los crímenes de Estado (V. R. Cançado Trindade, 
Caso Myrna Mack vs. Guatemala, 2003, párr. 19, Caso de la 
Masacre de Plan de Sánchez vs. Guatemala, 2004, párr. 35, 
Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia, 2006, párr. 20). 
4. La política de Estado se puede manifestar a través de 
acciones u omisiones. Para la Corte Idh y el juez Cançado 
Trindade, la política del Estado no solo se reconoce en las 
acciones, sino también en la tolerancia, aquiescencia, negli-
gencia u omisión deliberada del Estado frente a las viola-
ciones de derechos humanos perpetradas por sus agentes 
(Caso Goiburú y otros c. Paraguay, párr. 66, V. R. Cançado 
Trindade, Caso Myrna Mack vs. Guatemala, 2003, párr. 19, 
Caso Masacre Plan de Sánchez v. Guatemala, 2004, párr. 35). 
Y para la cpI, en los crímenes de lesa humanidad la políti-
ca de Estado puede ser implementada excepcionalmente a 
partir de una falla deliberada en la toma de acciones. Pero 
ese tipo de política no se puede inferir solo de “la ausencia 
de una acción gubernamental u organizacional” (Caso Ka-
tanga, 2014, FJ 1107). 
5. ¿Actos colectivos o actos individuales o aislados? So-
bre el tipo de ataques o violaciones que pueden constituir 
un crimen de lesa humanidad o violaciones sistemáticas y 
generalizadas de derechos humanos imputables al Estado, 
no existe unidad de criterios respecto de si se admiten como 
constitutivos de tales, actos aislados de violencia que se 
dirigen contra una víctima o un número limitado de ellas. 
- El tpIy ha resaltado que la naturaleza colectiva de los 
crímenes de lesa humanidad exige una política (Caso Tadić, 
1997, párr. 654). Empero, se admiten actos aislados si ve 
vinculan con un “sistema político basado en el terror o per-
secución” (ídem, párr. 649). En cuanto al genocidio, también 
se estima posible que lo constituyan actos individuales que 
busquen destruir a un determinado grupo, lo cual se faci-
lita con la demostración de una organización o sistema de 
soporte (Caso Jelisic 1999, párr. 100). 
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- Por el contrario, la cpI descarta los actos aislados, al me-
nos por cuanto en ellos no se aprecia una política de Estado 
(cpI, Caso Katanga y Chui, 2008, párr. 396). Y la cSj del Perú 
determinó la existencia de un crimen de Estado, precisa-
mente porque los ataques contra los presuntos subversivos 
rebasaron claramente “una acción aislada de algún sector 
castrense”, y “el ámbito estrictamente individual o común, 
para evidenciarse como parte de una política estatal de eli-
minación selectiva” (Sala Penal Especial, 2009, F. J. 621 y 717). 
Es decir que no hay unanimidad sobre si la política se 
puede traducir en la comisión de crímenes individuales, o si 
existe política solo cuando se manifiesta en las acciones co-
lectivas o repetitivas que es el caso más regular y frecuente. 
6. La existencia de una política se presume o se deduce. 
La política de Estado se presume o deduce de la sistemati-
cidad y generalidad de las violaciones cometidas (cpI, Caso 
Katanga y Ngudjolo Chui, 2014, F. J. 1111; tpIy, Caso Tadić, 
1997, párr. 653). O sea que en los crímenes de lesa huma-
nidad es la sistematicidad y la generalidad lo que revela la 
existencia de la política (tpIy, Caso Jelisic, 1999, párr. 55), 
no lo contrario. 
7. A su vez la sistematicidad se determina desde de la 
constatación de distintos hechos como: 
- Ciertas circunstancias históricas generales y del con-
texto político general (tpIy, Caso Blaskic, 2000, párr. 204) 
y un determinado contexto político, en donde impera un 
régimen dictatorial civil o militar (cSj Perú, Sala Penal Espe-
cial, 2009; Corte Idh, Caso La Cantuta vs. Perú, 2006; Corte 
Idh, Caso Goiburú y otros v. Paraguay, 2006; Corte Idh, Caso 
Almonacid Arellano y otros vs. Chile, 2006). 
- Un programa político, propaganda mediática, moviliza-
ción de Fuerzas Armadas (tpIy, Caso Blaskic, 2000, párr. 204) 
y movilizaciones colectivas orquestadas y coordinadas por 
ese Estado (cpI, Caso Katanga, 2014, F. J. 1109). Un objetivo 
político y una ideología desde las cuales se procura legitimar 
la destrucción, persecución o reducción de ciertos grupos de 
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la población civil (tpIy, Caso Kordic y Mario Čerkez, 2001, 
párr. 179). Un conjunto de técnicas de neutralización que 
asegura el compromiso de los agentes del Estado que par-
ticipan con su consecución (cSj Perú, Sala Penal Especial, 
2009, párr. 735,3). 
- Acciones ejecutadas por agentes estatales (ídem, párr. 
441; Corte Idh, Caso La Cantuta vs. Perú, 2006, párr. 13; Corte 
Idh, Caso Goiburú y otros vs. Paraguay, 2006, párr. 60-72), 
que responden a órdenes de superiores jerárquicos (cSp Perú, 
Sala Penal Especial, 2009, párr. 573), lo que implica la inter-
vención de los altos mandos del Estado (Corte Idh, Caso 
Goiburú y otros vs. Paraguay, párr. 60-72; V. R. Cançado 
Trindade, Caso Myrna Mack vs. Guatemala, 2003, párr. 18). 
- Ataques repetitivos y coordinados temporal y geográ-
ficamente (tpIy, Caso Blaskic, 2000, párr. 204), realizados 
según una misma lógica (cpI, Caso Katanga, 2014, F. J. 1109), 
que operan conforme a un patrón criminal (Corte Idh, Caso 
Goiburú y otros vs. Paraguay, 2006, párr. 60-72) o a un plan 
criminal (cSj Perú, Sala Penal Especial, 2009, párr. 625). Un 
patrón de comportamiento que se manifiesta en el tipo, di-
rección e intención de las medidas adoptadas por los agentes 
del Estado (Corte Idh, Caso Almonacid Arrellano y otros vs. 
Chile, 2006, párr. 82.4, 103, 129; Corte Idh, Caso de la Cantuta 
vs. Perú, 2006, párr. 80.18). 
- El establecimiento de instituciones paralelas autónomas 
de cualquier nivel, destinadas a implementar esa política 
(tpIy, Caso Jelisic, 1999, párr. 53; tpIy, Caso Kordic y Mario 
Čerkez, 2001, párr. 179; Corte Idh, Caso La Cantuta vs. Perú, 
2006, párr. 80.18; Corte Idh, Caso Almonacid Arrellano y 
otros vs. Chile, 2006, párr. 82.4, 103, 129). 
- Disposición de instalaciones del Estado y en general re-
cursos públicos51 financieros, militares o de cualquier índole, 
51 Sin excluir los privados. 
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indispensables para asegurar la capacidad de cometer los 
ataques contra la población (cpI, Caso Katanga y Ngudjolo 
Chui, 2008, F. J. 396; tpIy, Caso Kordic y Mario Čerkez, 2001, 
F. J. 179; tpIy, Caso Krstić, 2001, párr. 421) o las violaciones 
sistemáticas y generalizadas de derechos humanos (cIdh, 
Caso de la Cantuta vs. Perú, 2006, párr. 13 y 80.18; Caso 
Goiburú vs. Paraguay, 2006, párr. 66, cSj Perú, Sala Penal 
Especial, 2009, párr. 441). 
- Medidas discriminatorias de toda índole y la escala de 
los actos de violencia (tpIy, Caso Blaskic, 2000, párr. 204). 
- Acciones que se dirigen contra una población específica, 
sea por razón de su etnia (cpI, Caso Katanga, 2014; tpIy, Caso 
Blaskic, 2000), por estar localizada en una región concreta 
o sobre la cual las Fuerzas Armadas tenían influencia (tpIy, 
Caso Krstić, 2001, párr. 421) o por ser reconocida como opo-
sitoras al régimen (Corte Idh, Caso la Cantuta vs. Perú, 2006; 
párr. 80.18; Corte Idh Caso Almonacid Arrellano y otros c. 
Chile, 2006, párr. 82.4, 103, 129). 
En suma, aunque la sistematicidad de las violaciones y 
la política son distintas, la primera se describe desde los 
elementos que configuran la segunda. O lo que es igual, la 
sistematicidad que se deja ver desde un contexto, un dis-
curso político, una planeación, una actuación de distintos 
servidores públicos, la disposición y asignación de bienes 
y recursos públicos y un objetivo y un tipo de personas y 
grupos hacia los que todo eso se dirige, lo que representa 
una política para el crimen que se decide, ejecuta y justifica 
desde el Estado. 
8. La política de Estado y poder formal o material. La 
jurisprudencia del tpIy y la cpI confluyen en señalar que la 
política de Estado en los crímenes de lesa humanidad im-
plica en principio que sea implementada por él, con el uso 
de sus agentes (tpIy, Caso Tadić, 1997, párr. 653; cpI, Caso 
Katanga, 2014, FJ 1107). Mas el tpIy ha realzado que la política 
de Estado puede impuesta tanto por poderes formalmente 
establecidos, como por poderes de facto o que materialmente 
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ejercen el control de las instituciones del Estado o mantienen 
un control territorial importante (Caso Tadić, 1997, párr. 653-
654; Caso Kordic y Mario Čerkez, 2001, párr. 418). 
También la Corte Idh encontró materialmente estructura-
da una política inter-estatal en el caso Caso Goiburú y otros 
vs. Paraguay, que se aprecia desde la “efectiva coordinación 
clandestina, por las ‘fuerzas de seguridad y militares y ser-
vicios de inteligencia’, tanto nacionales como extranjeras” 
y la fluidez de sus comunicaciones (2006, párr. 61.6-62). 
9. Política de Estado y desviación absoluta del poder. La 
política de Estado para cometer crímenes constituye una 
inversión de los fines del Estado (Corte Idh, Caso La Cantuta 
vs. Perú, 2006, párr. 13); la total extralimitación de las funcio-
nes asignadas a los agentes del Estado (cSj Perú, Sala Penal 
Especial, 2009, pie de página 724) y en abierta contravía con 
el deber de prevención y protección de derechos que corres-
ponde a las autoridades del Estado (Corte Idh, Caso Goiburú 
y otros vs. Paraguay, 2006, párr. 60-72). En los crímenes de 
Estado se trata de una “desviación organizacional” (Ward, 
2013, p. 65 y Green & Ward, 2000). Y en el terrorismo de 
Estado, representan la instrumentalización del poder estatal 
para cometer violaciones de derechos humanos (Corte Idh, 
Caso Goiburú y otros vs. Paraguay, 2006, párr. 66). 
Por ello hace parte de la política que estructura los crí-
menes de Estado o de terrorismo de Estado la aplicación 
de mecanismos que buscan la impunidad de los agentes 
comprometidos (ídem; cSj Perú, Sala Penal Especial, 2009, 
párr. 625). 
10. Política de Estado para el crimen: un concepto, más 
que nuevo, desfigurado. Contrario a lo señalado en un prin-
cipio (supra 1.1.2), el concepto de política de Estado que se 
encuentra en la base los crímenes de lesa humanidad y geno-
cidio (tpIy, Caso Tadić, 1997, Caso Jelisic, 1999, Caso Blaskic, 
2000, Caso Krstić, 2001, Caso Kordic y Mario Čerkez, 2001; 
cpI, Caso Katanga, 2014) o de las violaciones sistemáticas y 
generalizadas de derechos humanos por agentes del Estado 
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(Corte Idh, Caso La Cantuta vs. Perú, 2006, Caso Almonacid 
Arrellano y otros vs. Chile, 2006) y que configuran crímenes 
de Estado (cSj Perú, Sala Penal Especial, 2009) o de terro-
rismo de Estado (Corte Idh, Caso Goiburú y otros vs. Para-
guay, 2006) sí coincide con lo que representan las nociones 
de política de Estado, política de Gobierno y políticas públicas. 
Esto al ser una manifestación de la capacidad de conduc-
ción de las autoridades en el poder (Gudiño, 2015, Velásquez 
Gavilanes, 2009, pp. 156 y 183), como forma de resolver un 
problema que se considera estructural, políticamente rele-
vante o de atención necesaria (Cuervo Restrepo, 2015, p. 32, 
Velásquez Gavilanes, 2009, p. 183, Vargas, 1999, Torres-Melo 
& Santander, 2013, p. 56). 
También es una política del Estado, porque son agentes 
del Estado quienes participan en su definición y ejecución 
(Eslava Gómez, 2011, prólogo). Y porque se construye como 
un plan estratégico que comprende acciones u omisiones 
intencionales, patrones de actuación, objetivos y finalidades 
y que cuenta con el apoyo de la institucionalidad y de recur-
sos públicos de toda índole necesarios para cumplimiento 
(Aguilar Villanueva, 2015, pp. 51-52, Velásquez Gavilanes, 
2009, p. 157, Olavarría, 2015, pp. 97-98). 
Y como sucede con las políticas de Estado, gobierno y 
públicas, su temporalidad variada según el contexto político 
en que se presenten. 
Sin embargo, como ya se había advertido, la política de 
Estado que está tras de los crímenes de lesa humanidad, las 
violaciones sistemáticas y generalizadas de derechos huma-
nos o los crímenes de Estado y el terrorismo de Estado es 
por completo diferente de las políticas de los Estados demo-
cráticos. Ello en cuanto no debe ni suele formalizarse, no es 
fruto del consenso (Gudiño, 2015, p. 33) ni de la opción de las 
mayorías políticas (Instituto de Administración Pública del 
Estado de México, 2015, p. 14), no está sujeta a control ciuda-
dano o a control de resultados (Cuervo Restrepo, 2015, p. 28). 
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Es una política de Estado distinta porque los objetivos 
perseguidos por la política de Estado para cometer críme-
nes representan la violación de derechos humanos son justo 
la antítesis de los que persiguen las políticas de Estado, go-
bierno y públicas, a saber: su defensa, garantía y protección 
(Cuervo Restrepo, 2015, p. 30; Gudiño, 2015, p. 17). 
Se trata, por lo tanto, de una política por lo que planea, 
organiza y se sirve de los instrumentos del Estado, solo que 
se desfigurada por los métodos ilegales empleados y los 
objetivos criminales que busca. Una política de Estado cuyas 
finalidades se han presentado en determinados contextos 
como legítimas, pero que carecen de toda justificación por 
las formas que adopta y por los crímenes y violaciones de 
derechos humanos con que se materializan. 
11. Los agentes del Estado vinculados con la política de 
Estado. El consenso sobre los elementos objetivos que van 
perfilando el concepto no se mantiene al momento de estable-
cer las autoridades o agentes estatales que deben participar 
en la política para que se entienda como política de Estado. 
Para el tpIy y la cpI, la política no necesariamente deber 
ser concebida por las más altas estructuras del poder estatal, 
por lo que basta que los agentes que la diseñen o ejecuten 
tengan la capacidad de ejecutar el plan o política de violación 
de derechos humanos (tpIy, Caso Blaskic, 2000, párr. 205). Y 
se admite que la política de Estado pueda ser adoptada por 
órganos regionales e incluso locales del Estado (cpI, Caso 
Apertura de investigación República de Kenia, 2010, párr. 89). 
Sin embargo, el tpIy vincula autoridades políticas o milita-
res de alto rango, con el establecimiento de las instituciones 
paralelas autónomas creadas para ejecutar la política (Caso 
Jelisic, 1999, párr. 53; Caso Kordic y Mario Čerkez, 2001, 
párr. 179). Y en esa línea, la Corte Idh identifica la existencia 
de una política de Estado, a partir de la constatación de un 
plan de acción en la que participan tanto autoridades gu-
bernamentales como de la Fuerza Pública (Caso La Cantuta 
vs. Perú, 2006, párr. 80.18). La generalidad y sistematicidad 
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de las acciones criminales no se podría llevar a cabo sin la 
intervención de los altos mandos del Estado, como los jefes 
de Policía, de las Fuerzas Militares, de inteligencia, diplo-
máticos, e incluso del jefe de Estado (cIdh Caso Goiburú vs. 
Paraguay, 2006, párr. 66). 
La cSj del Perú y el juez Antônio Augusto Cançado Trin-
dade también han concluido que la política de Estado se de-
muestra con el hecho de que los crímenes y violaciones de 
derechos humanos cometidos se planearon y configuraron 
desde los más altos niveles del poder (cSj Perú, Sala Penal 
Especial, 2009, párr. 256 y 651; Corte Idh, Caso La Cantuta, 
2006; Corte Idh, V. R. Cançado Trindade, Caso Myrna Mack 
vs. Guatemala, 2003, párr. 18). 
Igualmente, desde el plano de la responsabilidad indi-
vidual, el tpIy ha establecido que la prueba de la autoría de 
agentes del Estado se aprecia desde la cadena de mando, la 
cual se basa en una estricta jerarquía que parte de unos obje-
tivos políticos definidos en el más alto nivel por los líderes 
políticos (Caso Kordic y Mario Čerkez, 2001, párr. 419). A su 
vez la cSj del Perú reconoció la autoría mediata de Fujimori 
por radicar en él la concepción de la política de Estado orga-
nizada e implementada como cualquier política, solo que con 
medios ilegales y objetivos criminales (cSj Perú, Sala Penal 
Especial, 2009, párr. 753). 
No se resuelve entonces si los agentes del Estado deben 
participar para que la política o el plan criminal establecido 
se puedan entender como del Estado, pues o bien el rango 
no es determinante pero sí su capacidad de ejercer un poder 
material sobre territorios y grupos humanos, o bien es la 
participación de agentes de alto rango dentro de la estructura 
del Estado lo que justifica la transfiguración de un crimen 
individual en un crimen de Estado. 
La presencia de estos últimos funcionarios, sin embargo, 
se considera en todos los casos y en ese orden se aproxima 
a las características comunes a los crímenes de Estado y el 
terrorismo de Estado. 
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12. La política de Estado y responsabilidad. Reconocer la 
existencia de una política del Estado para cometer crímenes 
como los descritos no altera el régimen de responsabilidad 
penal individual nacional o internacional, ni el régimen de 
responsabilidad internacional del Estado. 
En el caso del ER y del Estatuto del tpIy, no cabe conside-
rar una incriminación del Estado, porque las competencias 
para juzgar de la cpI y el tpIy solo permiten atribuir una 
responsabilidad penal individual (arts. 25 ER y 7.º etpIy52). Y 
aunque esta se suela derivar, como sucedió en todos los ca-
sos analizados, del uso desviado de recursos y capacidades 
del Estado y de una política entendida como suya, tal cons-
tatación solo genera punición para los agentes juzgados. 
Esto sucede también en el juicio adelantado contra Fuji-
mori por la cSj del Perú. Sin olvidar que en él la declaración 
de un crimen de Estado tuvo precisamente como fundamento 
el hecho de acreditar la autoría mediata del imputado, donde 
su condición de presidente de la República y su participación 
directa en el diseño de la política que dio lugar a las viola-
ciones sistemáticas y generalizadas de derechos humanos 
fueron decisivas para definir el poder de mando, la consciente 
desvinculación del ordenamiento jurídico, la capacidad y 
elevada disposición para asegurar la ejecución de los hechos 
con que actuó (Sala Penal Especial, 2009, párr. 729-735). 
Por lo que hace a la responsabilidad del Estado atribuida 
por la cIdh frente a las violaciones de derechos humanos, 
es la que se deriva del incumplimiento de las obligaciones 
del Estado frente a la Convención Americana de derechos 
humanos (cadh) y de la aplicación de las medidas de repa-
ración y costas que debe fijar la Corte (art. 63). 
52 “Estatuto del Tribunal Internacional para juzgar a los presuntos responsables 
de graves violaciones del derecho internacional humanitario cometidas en el 
territorio de la ex-Yugoslavia a partir de 1991”, adoptado por el Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas mediante la Resolución 827/25 de 1993.
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Esta responsabilidad es del Estado, conforme al régimen 
común de la responsabilidad en el derecho internacional 
público que también recoge la cadh, ya que se han cumplido 
las reglas que en el derecho consuetudinario internacio-
nal definen cuándo un hecho ilícito de acción o inacción 
comporta la violación de una obligación internacional y 
cuándo le es atribuible al Estado (Comisión de derecho In-
ternacional, 2001). 
Entre ellas, que las conductas son realizadas: (1) por los 
propios órganos del Estado, cualquiera sea su nivel; (2) por 
personas que pertenecen a ellos con independencia de su 
rango y en ejercicio así sea extralimitado o desviado de fun-
ciones o poderes asignados por él; (3) cuando las ejecutan 
particulares pero que actúan en nombre del Estado o este 
aprueba o reconoce las actuaciones de aquel como propias 
(Casanovas y Rodrigo, 2016, pp. 516-518). 
Tales reglas coinciden con los elementos hasta aquí des-
cubiertos del concepto objeto del estudio, por lo que resulta 
admisible apuntar que la responsabilidad internacional se 
establece también como consecuencia de haberse identifi-
cado una política desfigurada que le es atribuible al Estado 
porque se promueve o planifica por un grupo determinado 
dominante dentro de las instituciones y estructuras del Es-
tado, que tiene la capacidad de representar no solo el inte-
rés de los agentes involucrados sino el de las instituciones 
estatales, con el ejercicio de poderes formales o de facto. Y 
porque estos y los demás agentes del Estado que participan 
hacen uso de la investidura oficial y en su caso del poder de 
mando, así como de instalaciones, bienes y recursos públicos. 
La política es del Estado y lo hace responsable interna-
cionalmente, porque los servidores públicos y también los 
particulares que intervienen en su ejecución obran como 
instrumentos para la consecución de los objetivos y fines 
que dicho grupo de agentes considera ideológicamente 
como adecuados y que convierte en estatales. 
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La declaración de que se ha configurado una política de 
Estado que ha servido para la comisión de crímenes de lesa 
humanidad o genocidio y de crímenes de Estado de auto-
ría mediata del mismo presidente o la de responsabilidad 
internacional del Estado por hecho ilícito son de por sí ver-
gonzosas y preocupantes para el poder público afectado. 
En los dos primeros casos, porque aunque la responsabi-
lidad sea individual, revela profundas falencias en el funcio-
namiento del Estado que han hecho posible su comisión, que 
es aún más repugnante por la sistematicidad y generalidad 
que presentan. Y en los de responsabilidad internacional, por 
lo que significa desconocer ante la comunidad internacional 
y regional y ante la ciudadanía los principios y valores con 
los que se ha comprometido. 
Se trata en consecuencia de crímenes que pueden ser “atri-
buibles tanto a los agentes estatales que actúan como perpe-
tradores directos de los crímenes, como a los Estados bajo 
cuyo auspicio se cometen dichas acciones” (Umaña, 2014, 
p. 18), como forma de reconocer a más de la responsabili-
dad individual, la gravedad de lo ocurrido, la necesidad de 
aplicar ajustes y controles en el interior de las instituciones 
y el imperativo de reparar a las víctimas de las violaciones 
de derechos humanos causadas. 
El señalamiento, sin embargo, por lo que concierne al 
Estado, no comporta ni debe comportar una responsabili-
dad criminal en sentido estricto. No lo es en los que conoce 
la cpI ni en los que pueden conocer los tribunales internos, 
ni en los de responsabilidad internacional en cuanto no se 
ha admitido por los Estados como parte del derecho con-
suetudinario que define ese régimen por hechos ilícitos. 
Por ello incluso la responsabilidad agravada que se decla-
ró en el Caso Goiburú y otros c. Paraguay con la imputación 
de “terrorismo de Estado” (2006, párr. 66 y 82) y el Caso La 
Cantuta vs. Perú, (2006, párr. 115 y 116) no generaron un tipo 
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de responsabilidad distinto del que comporta el incumpli-
miento de obligaciones internacionales53. 
Y no está claro que sea deseable o factible formular o en 
el plano nacional o internacional una responsabilidad penal 
corporativa al Estado, en cuanto adscribirle la condición 
de criminal puede ser más lesivo que no hacerlo, al com-
portar una afectación desproporcionada a la estabilidad y 
gobernabilidad que siempre requiere para cumplir con las 
obligaciones públicas frente a los derechos humanos y los 
intereses generales. 
No por eso se excluye el valor ético y discursivo de ape-
lar a los crímenes de Estado, como “expresión dramática y 
eficaz desde la perspectiva pública y política” (Corte Idh, 
V. R. García Ramírez, Caso Myrna Mack vs. Guatemala, 
2003, párr. 34), como forma de plantear el reproche radical 
que merece la participación del Estado en las violaciones 
de derechos humanos cometidas (Corte Idh, V. R. Cançado 
Trindade, Caso Myrna Mack vs. Guatemala, 2003, párr. 55). 
Pero tal manifestación debe carecer de contenido jurídico. 
Pues si lo tuviera o lo debiera tener, significaría que el 
poder público se ejerce para fines opuestos a lo que justifi-
can su existencia, una derrota del Estado de derecho y una 
ruptura frontal de la legitimidad institucionalidad que lo 
despoja de sentido. 
Distinto es que se abra paso a una renovada fundamen-
tación sobre el valor y contribución que al concepto de justi-
cia comporta el derecho penal y el atribuir como en el caso 
que se ha analizado, al Estado una responsabilidad de esa 
naturaleza. 
53 Esto quizás se explica en que la responsabilidad agravada es un concepto 
exigente porque implica señalar que se han vulnerado normas del ius cogens, 
esto es, normas imperativas (fIgueroa, 2016, p. 146), y, además, porque las 
obligaciones que la responsabilidad agravada del Estado genera se activan 
sobre todo en otros Estados (caSaNovaS y rodrIgo, 2016, pp. 526-531).
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O que con una etiqueta más persuasiva que la de respon-
sabilidad criminal del Estado se busque incrementar el siste-
ma de garantías de protección de los derechos humanos de 
las víctimas de las violaciones sistemáticas y generalizadas. 
Esto es, que se configure una responsabilidad más intensa 
para el Estado cuando se verifique su intervención “política” 
directa en crímenes de esa naturaleza, con la que se impon-
gan obligaciones concretas, medibles y eficaces que aseguren 
mejor justicia, más verdad, así como una transformadora 
reparación integral y garantías de no repetición. 
Como obligaciones que comprometan por ejemplo más al 
Estado en la investigación y juzgamiento de los individuos 
responsables y en la implementación de ajustes administra-
tivos, procedimentales y en el control de la función pública. 
O que aseguren la participación de las víctimas en todos los 
procesos que se adelanten por el Estado, para atender sus 
derechos y garantías de cumplimiento para que se sepa la 
verdad y las indemnicen, compensen, sanen, reconcilien, 
incluyan y liberen. 
Iv. apuNteS fINaleS 
Conforme al análisis presentado, la noción de “política de 
Estado” se manifiesta en el concepto de crímenes de lesa huma-
nidad y genocidio y en los casos de violaciones sistemáticas 
y generalizadas de derechos humanos de los que han sido 
declarados responsables Estados o sus agentes en juicios de 
responsabilidad penal. 
Es una política de Estado porque en la comisión de los 
crímenes se planeó, organizó y ejecutó con el uso desviado 
e ilegal de la institucionalidad y los poderes, recursos, pre-
rrogativas que representa. Porque en todo el proceso que la 
configura actuaron agentes del Estado, de alto rango o no, 
pero con poder formal y material para definir y asegurar 
la consecución de los objetivos trazados. 
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Pero la responsabilidad que la atribución al Estado de esa 
política genera depende siempre del tipo de jurisdicción y 
competencias donde esa política sea establecida. 
Por ello, como la referencia de los representantes de orga-
nismos internacionales sobre los “falsos positivos” entre el 
2010 y el 2013 giraba en torno de la posible comisión de crí- 
menes contemplados en el ER, en el hipotético caso de que se 
llegara a iniciar un proceso de investigación sobre Colombia 
por los “falsos positivos”, si la política de Estado fuera acre-
ditada o deducida en los términos expuestos54, solo serviría 
de fundamento para establecer la responsabilidad de los 
agentes del Estado procesados. 
Agentes que no necesariamente deben ocupar altos car-
gos dentro de la estructura estatal para reconocer ese tipo de 
política, aunque dicha condición pueda hacer más factible 
la configuración de los crímenes. 
Por lo que concierne a la responsabilidad del Estado 
colombiano por los “falsos positivos”, no es una cuestión 
hipotética sino al contrario, ya que en los últimos años se 
ha declarado en su contra tanto internamente como en el 
ámbito internacional. 
Desde el orden interno, se destaca55 la jurisprudencia del 
Consejo de Estado, Sección Tercera, donde se ha concluido 
54 No como requisito legal o definido de los crímenes internacionales, ni formal-
mente establecida, pero que de acreditarse sirve como evidencia importante 
o indicativo relevante para demostrar la ocurrencia de los mismos. Recono-
cible en actos planeados, intencionados, no espontáneos, repetitivos más que 
aislados, que se manifiestan con acciones u omisiones. Una política que no 
debe estar formalmente establecida porque también se puede deducir o pre-
sumir de la sistematicidad y generalidad de las violaciones que se refleja en 
un contexto y discurso político, en la planeación, organización, disposición 
de recursos públicos y víctimas definidas que permiten la comisión de los 
crímenes (supra, capítulo III, nums. 1-8). 
55 Un antecedente importante de reconocimiento judicial de los falsos positivos 
se encuentra en las sentencias de la Corte Constitucional que en sede de 
revisión de tutela y en control de constitucionalidad, se han referido a ellos, 
con las consecuencias propias de dichos procesos. Vid. Corte Constitucional, 
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que los “falsos positivos” configuran crímenes de lesa hu-
manidad o de guerra conforme el ER56, o en los que se apre-
cian los elementos que traslucen ese tipo de política para el 
crimen atribuible al Estado identificada en el estudio57. En 
esa medida, ha establecido en 18 casos la responsabilidad 
extracontractual del Estado por falla del servicio58. 
En el orden internacional, por su parte, la cIdh en el re-
ciente Caso Villamizar Durán y otros vs. Colombia (2018)59 
declaró la responsabilidad internacional del Estado por la 
violación de obligaciones contenidas en la Convención 
Americana de Derechos Humanos. 
Un asunto cuya controversia, conforme a la sentencia, 
ocurre precisamente en el contexto de los “falsos positivos”60.
sentencias T-535 de 2015, C-084 de 2016, SU-062 de 2016 y T-083 de 2018, 
entre otras. 
56 Esto “al obedecer a un ataque dirigido en contra de la población civil, en el 
marco de una práctica sistemática de las unidades militares […]” (2017, exp. 
38.058).
57 Esto, en cuanto a los falsos positivos se describen como “una actividad siste-
mática, dirigida contra personas de la población civil y, con la participación 
directa o la aquiescencia de los mencionados miembros de las Fuerzas Mi-
litares” (2017, exp. 53.704, F. J. 89), y que se volvió reiterada en el país, “con 
mayor frecuencia y rigurosidad a partir del año 2004” (2017, exp. 53.704, F. 
J. 51.8). Y que ha constituido una falla (2017, exps. 43.422, 48.216 y 44.416) o 
“vulneración grave, flagrante y sistemática de derechos humanos” (Consejo 
de Estado, Sección Tercera, 2017, exp. 50.941, 44.887; 2016, exp. 35.029). Una 
“práctica sistemática y generalizada” (2012, exp. 21.380; 2013, exp. 20.601; 2015, 
exp. 52.892; 2016, exp. 38757; 2017, exp. 47.892). y además “estructural en la 
comisión de violaciones graves a derechos humanos y/o al derecho internacio-
nal humanitario por parte de la Fuerza Pública del Estado colombiano” (2017, 
exps. 45.799, 42693 y 43377). La cual se ha manifestado en “falsas e ilegales 
acciones” o “falsas acciones de cumplimiento”, ejecutadas “so pretexto del 
cumplimiento de los mandatos constitucionales” (2015, exp. 47.671) y ante 
“la ausencia de un riguroso control dentro de la institución militar” (2016, 
exp. 50.321; 2017, exps. 42.693, 43.422, 48.216, 44.416).
58 Incluido el caso 2018, exp. 40.087, y la fijación de la “responsabilidad agra-
vada del Estado” en el caso de 2017, exps. 41.226, 49.358.
59 Caso Villamizar Durán y otros vs. Colombia, sentencia del 20 de noviembre 
de 2018 (excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas).
60 En cuanto “versa sobre la supuesta responsabilidad internacional del Estado 
por las alegadas ejecuciones extrajudiciales” de Villamizar Durán y otras vícti-
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Dicho contexto se reconoce como una “política que impul-
saba o al menos toleraba la comisión de ejecuciones sin 
proceso, hasta que en cierto momento se incentivó con di-
versos beneficios la eliminación de supuestos subversivos, 
lo que desató una nueva serie de ejecuciones sin proceso 
sobre población civil indefensa, con la perversa finalidad 
de obtener los beneficios ofrecidos valiéndose de este letal 
fraude, que más tarde fuera denominado y difundido como 
‘falsos positivos’” (ídem, párr. 71). 
Es así como al decidir de fondo y analizar si existía res-
ponsabilidad internacional del Estado colombiano por las 
muertes señaladas y la violación de diversas obligaciones de 
la cadh61, retoma tal contexto en tanto punto de partida del 
proceso de adjudicación de dicha responsabilidad (ídem, Ix, 
Fondo, párr. 115) o, como se ha dicho desde la perspectiva del 
estudio, de atribución al Estado de la política que reflejaron 
los actos de sus agentes62. Y también lo incluye al reconocer 
mas, ocurridas entre 1992 y 1997. Estas, según la Comisión, “habrían ocurrido 
en manos de agentes de seguridad del Estado y habrían tenido lugar en el 
contexto denominado como ‘falsos positivos’, lo cual consiste en ejecuciones 
extrajudiciales en el marco del conflicto armado colombiano, con un modus 
operandi caracterizado por la muerte de civiles posteriormente presentados como 
miembros de grupos armados ilegales dados de baja en combate, mediante 
diversos mecanismos de distorsión de la escena del crimen y de las circuns-
tancias de modo, tiempo y lugar en que ocurrieron los hechos” (ídem, párr. 1).
61 Relacionadas con “(a) Derechos a la vida, a la integridad personal, a la liber-
tad personal y a la honra y dignidad; (b) Derechos a las garantías judiciales 
y protección judicial y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención interamericana 
para prevenir y sancionar la tortura, y (c) Derechos a la integridad personal 
y a la honra de los familiares de las presuntas víctimas” (ídem, párr. 117).
62 Entre los diversos argumentos de adjudicación de la responsabilidad, sobresale 
el que determinó que los actos de un soldado contra la vida de una de las 
víctimas “son atribuibles al Estado en el caso concreto, en tanto se trató de un 
acto de una persona facultada para ejercer atribuciones del poder público que 
pudo razonablemente ser percibido como ejecutando esas acciones en nombre 
del Estado por parte de la víctima, siendo además que parte del proceso de 
ejecución de ese acto fue percibido por los centinelas que no lo impidieron” 
(ídem, párr. 143). Y también porque el comportamiento de aquél constituía 
“una falta al deber de respeto por ser éste un acto cometido por una persona 
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falencias en algunas investigaciones por el ocultamiento de 
la verdad, lo cual para la cIdh “afectó no solamente a los 
familiares de las víctimas, sino a la sociedad en su conjunto, 
circunstancia que caracterizó el fenómeno de lo que poste-
riormente se denominó ‘falsos positivos’” (ídem, párr. 190). 
Por esto establece la responsabilidad internacional del 
Estado colombiano respecto de las más de las acusaciones 
formuladas en el caso. Empero, es necesario resaltarlo, la 
Corte no lo hace con respecto a la violación a su deber de 
adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2 cadh). 
Y esto determinó que en el capítulo de reparaciones de la 
sentencia no se encontrara procedente, como lo reclamaban 
la Comisión Idh y los representantes de las víctimas, ordenar 
al Estado colombiano la adopción de medidas normativas, 
administrativas y de control estructural sobre el Ejército 
Nacional, a más de un documental audiovisual, para ga-
rantizar la no repetición de los hechos y el contexto en el 
que se dieron (ídem, párr. 214). 
Ello por cuanto la Corte Idh valora “los avances alcanza-
dos hasta ahora por el Estado con el fin de adoptar medidas 
de prevención e investigación para evitar que hechos como 
los del presente caso se vuelvan a repetir”, incluidas “polí-
ticas públicas, desarrollos jurisprudenciales y normativos 
que fueron adoptadas con posterioridad a los hechos del 
caso por parte del Estado” (ídem). 
Es decir que si bien los “falsos positivos” se reconocie-
ron como una política de la que el Estado fue responsable, 
Colombia como parte de la Convención, consciente de su 
ocurrencia y de la gravedad de lo que eso significa, ha eje-
cutado motu proprio acciones congruentes, razonables y ne-
cesarias sobre su institucionalidad para evitar su repetición. 
facultada para ejercer atribuciones del poder público que es contrario a una 
obligación internacional del Estado (en este caso el deber de respetar el derecho 
a la vida)” (ídem, párr. 145). 
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Y esto ha ocurrido porque a pesar del comportamiento de 
sus agentes y que deba asumir la responsabilidad de sus 
actos, es un Estado de derecho también en cuanto habilitado 
y capaz de autocorrección. A través de su propio sistema de 
pesos y contrapesos y su sentido democrático y orientado 
hacia la garantía y protección de los derechos humanos. 
Por esto, aun cuando esta decisión ya determina que los 
“falsos positivos” constituyeron una política de Estado, en 
cada caso deberá deducirse o descubrirse para los efectos 
del régimen de responsabilidad que se emplee y las com-
petencias de los jueces. 
Conforme al precedente trazado por la sentencia de 2018, 
es factible que se pueda establecer en otros asuntos de “fal-
sos positivos” que pudiera conocer el Sistema Interameri-
cano, en el evento de que el Estado no hubiere adoptado 
las medidas necesarias para proteger los derechos humanos 
violados. Y que pudiera deducirse por la cpI, en el caso que 
se cumplieran las condiciones para asumir la competencia 
de juzgar y fijar la responsabilidad penal individual por 
crímenes internacionales, de agentes el Estado vinculados 
con tales políticas siniestras. 
El Estado colombiano ha soportado un conflicto armado 
interno largo, doloroso, costoso y por lo que parece, mutante 
e interminable. La Fuerza Pública y dentro de ella el Ejér-
cito Nacional han dado de sí el máximo de sus capacidades. 
Por eso los “falsos positivos” duelen tanto. A las víctimas, 
a la sociedad, a la comunidad internacional, pero también 
al Estado por lo que significan como violación del derecho 
y como daño al honor y lealtad de la Fuerza y de los más 
de sus miembros. 
De allí la importancia de completar, desde la competencia 
asumida por la Jurisdicción Especial para la Paz (jep) o por la 
que le corresponda a la jurisdicción ordinaria, la investigación 
y el juzgamiento de los agentes o sujetos responsables de par-
ticipar en los “falsos positivos”, en toda la cadena de mando. 
Y de aplicar los demás sistemas sancionatorios procedentes. 
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Pues con ello no solo se reducen las opciones de que 
regímenes de responsabilidad internacional individual o 
del Estado se puedan aplicar, sino que además se realza su 
talante como Estado de derecho. Capaz de atribuir y asu-
mir la responsabilidad extracontractual ante las víctimas de 
los “falsos positivos”, capaz de autocorregirse como poder 
público institucionalizado y además capaz de administrar 
justicia, eficaz e integral sobre quienes traicionaron al Estado 
y lo instrumentalizaron. Al definir los “falsos positivos” 
como política, al implementarla con recursos públicos hu-
manos y patrimoniales y como aplicación perversa de un 
régimen de incentivos, al justificarla en objetivos de interés 
general falaces, al mostrar con todo ello la seriedad de la 
intención de causar las violaciones de derechos humanos 
que los “falsos positivos” representaron. 
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